
 
 

Revista: Justicia comprensible: publicaciones 
sobre Derechos Humanos y Acceso a Justicia. 
 

GACETILLA DE ACTUALIZACIÓN  
Derechos de las Personas Víctimas de 

Delitos 

Estándares del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos 

PRESENTACION 

El presente documento contiene una recopilación 

de la jurisprudencia más destacada del Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos, referida a 

los derechos de las personas víctimas de delitos. 

En este sentido, hemos seleccionado los párrafos 

más relevantes de decisiones emitidas por la Corte 

Interamericana, donde se desarrollan estándares 

vinculados a cuatro grandes ejes: 

1.- el acceso a la justicia (protección judicial y 

debido proceso); 

2.- la obligación estatal de investigar y juzgar (y 

sancionar) con la debida diligencia; 

3.- el derecho a la verdad; y 

4.- el derecho a una reparación integral. 

En el último punto agregamos un apartado 

especial con las principales medidas de reparación 

ordenadas a Argentina (en distintos casos en los 

que se declaró la responsabilidad internacional de 

nuestro país). 

Realizamos esta Gacetilla en el marco de las 

funciones que tiene nuestra Oficina, entre ellas: 

―Investigar, analizar y sistematizar los 

pronunciamientos relevantes‖ de los órganos de 

los sistemas internacionales de protección de los 

derechos humanos; y ―Distribuir la información 

colectada en forma sistemática entre los 

magistrados y funcionarios del Poder Judicial‖. 

Además de cumplir con estos propósitos, 

entendemos que la difusión de estándares del 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos 

resulta esencial para mejorar su conocimiento, lo 

que impacta en el control de convencionalidad que 

deben realizar lxs operadores y operadoras de 

nuestro sistema de justicia.  

En tal sentido, esperamos que la gacetilla sirva 

para su consulta y que resulte de utilidad. 

*** 
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1. Acceso a la Justicia 

Protección Judicial (art. 25 CADH) y Debido 

proceso (art. 8.1 CADH) 

La Corte recuerda que el Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos tiene por fin proporcionar 

al individuo medios de protección de los derechos 

humanos reconocidos internacionalmente frente al 

Estado (sus órganos, sus agentes, y todos 

aquellos que actúan en su nombre). En la 

jurisdicción internacional las partes y la materia de 

la controversia son, por definición, distintas de las 

de la jurisdicción interna. Al establecer la 

responsabilidad internacional del Estado con 

motivo de la violación a los derechos consagrados 

en los artículos 8.1 y 25 de la Convención 

Americana, el aspecto sustancial de la 

controversia ante la Corte no es si en el ámbito 

interno se emitieron sentencias o se llegó a 

acuerdos conciliatorios por responsabilidad 

administrativa o civil de un órgano estatal, en 

relación con los violaciones cometidas en perjuicio 

de los familiares de algunas víctimas de los 

hechos de Mapiripán, sino si los procesos internos 

permitieron que se garantizara un verdadero 

acceso a la justicia conforme a los estándares 

previstos en la Convención Americana. Caso de la 

"Masacre de Mapiripán" Vs. Colombia, párr. 

211 

Recurso judicial  

El artículo 25 de la Convención también consagra 

el derecho de acceso a la justicia. Al analizar el 

citado artículo 25 la Corte ha señalado que éste 

establece la obligación positiva del Estado de 

conceder a todas las personas bajo su jurisdicción 

un recurso judicial efectivo contra actos violatorios 

de sus derechos fundamentales. Y ha observado, 

además, que la garantía allí consagrada se aplica 

no sólo respecto de los derechos contenidos en la 

Convención, sino también de aquéllos que estén 

reconocidos por la Constitución o por la ley. La 

Corte ha señalado, asimismo, en reiteradas 

oportunidades, que la garantía de un recurso 

efectivo ―constituye uno de los pilares básicos, no 

sólo de la Convención Americana, sino del propio 

Estado de Derecho en una sociedad democrática 

en el sentido de la Convención‖, y que para que el 

Estado cumpla con lo dispuesto en el artículo 25 

de la Convención no basta con que los recursos 

existan formalmente, sino que los mismos deben 

tener efectividad, es decir, debe brindarse a la 

persona la posibilidad real de interponer un 

recurso que sea sencillo y rápido. Cualquier norma 

o medida que impida o dificulte hacer uso del 

recurso de que se trata constituye una violación 

del derecho al acceso a la justicia, bajo la 

modalidad consagrada en el artículo 25 de la 

Convención Americana. Caso Cantos Vs. 

Argentina, párr. 52 

Recursos efectivos 

Bajo esta perspectiva, se ha señalado que para 

que el Estado cumpla con lo dispuesto en el citado 

artículo 25.1 de la Convención no basta con que 

los recursos existan formalmente, sino es preciso 

que sean efectivos, es decir, se debe brindar a la 

persona la posibilidad real de interponer un 

recurso sencillo y rápido que permita alcanzar, en 

su caso, la protección judicial requerida ante la 

autoridad competente. Esta Corte ha manifestado 

reiteradamente que la existencia de estas 

garantías ―constituye uno de los pilares básicos, 

no sólo de la Convención Americana, sino del 
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propio Estado de Derecho en una sociedad 

democrática en el sentido de la Convención‖. 

Caso Palamara Iribarne Vs. Chile, párr. 184 

Esta Corte ha establecido que no basta que los 

recursos existan formalmente sino que los mismos 

deben dar resultados o respuestas a las 

violaciones de derechos humanos, para que éstos 

puedan ser considerados efectivos. Es decir, que 

toda persona debe tener acceso a un recurso 

sencillo y rápido ante jueces o tribunales 

competentes que amparen sus derechos 

fundamentales. Dicha garantía ―constituye uno de 

los pilares básicos, no sólo de la Convención 

Americana, sino del propio Estado de Derecho en 

una sociedad democrática en el sentido de la 

Convención‖. Además, como igualmente ha 

señalado el Tribunal, ―[n]o pueden considerarse 

efectivos aquellos recursos que, por las 

condiciones generales del país o incluso por las 

circunstancias particulares de un caso dado, 

resulten ilusorios‖. Caso Juan Humberto 

Sánchez Vs. Honduras, párr. 121 

Investigación penal como recurso efectivo 

La Corte ha considerado que el Estado está en la 

obligación de proveer recursos judiciales efectivos 

a las personas que aleguen ser víctimas de 

violaciones de derechos humanos (artículo 25), 

recursos que deben ser sustanciados de 

conformidad con las reglas del debido proceso 

legal (artículo 8.1), todo ello dentro de la 

obligación general, a cargo de los mismos 

Estados, de garantizar el libre y pleno ejercicio de 

los derechos reconocidos por la Convención a 

toda persona que se encuentre bajo su jurisdicción 

(artículo 1.1).  

El derecho de acceso a la justicia requiere que se 

haga efectiva la determinación de los hechos que 

se investigan y, en su caso, de las 

correspondientes responsabilidades penales en 

tiempo razonable, por lo que, en atención a la 

necesidad de garantizar los derechos de las 

personas perjudicadas, una demora prolongada 

puede llegar a constituir, por sí misma, una 

violación de las garantías judiciales. Además, por 

tratarse de una desaparición forzada, el derecho 

de acceso a la justicia incluye que en la 

investigación de los hechos se procure determinar 

la suerte o paradero de la víctima (supra párr. 

143). Caso Radilla Pacheco Vs. México, párr. 

190 y 191 

La Corte ha establecido que el derecho de acceso 

a la justicia requiere que se haga efectiva la 

determinación de los hechos que se investigan y, 

en su caso, de las correspondientes 

responsabilidades penales en tiempo razonable, 

por lo que, en atención a la necesidad de 

garantizar los derechos de las personas 

perjudicadas, una demora prolongada puede llegar 

a constituir, por sí misma, una violación de las 

garantías judiciales. Asimismo, la Corte ha 

señalado que los órganos estatales encargados de 

la investigación relacionada con la desaparición 

forzada de personas, cuyos objetivos son la 

determinación de su paradero y el esclarecimiento 

de lo sucedido, la identificación de los 

responsables y su posible sanción, deben llevar a 

cabo su tarea de manera diligente y exhaustiva. 

Es oportuno recordar que en casos de 

desaparición forzada, es imprescindible la 

actuación pronta e inmediata de las autoridades 

fiscales y judiciales ordenando medidas oportunas 

y necesarias dirigidas a la determinación del 

paradero de la víctima o el lugar donde pueda 

encontrarse privada de libertad. En el presente 

caso tal obligación se ve reforzada por el hecho 

que las víctimas eran niños y niñas al momento de 

los hechos, una de ellas en su primera infancia, 

por lo que el Estado tenía el deber de asegurar 
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que fueran encontradas a la mayor brevedad. Los 

bienes jurídicos sobre los que recae la 

investigación obligan a redoblar esfuerzos en las 

medidas que deban practicarse para cumplir su 

objetivo, pues el paso del tiempo guarda una 

relación directamente proporcional con la 

limitación –y en algunos casos, la imposibilidad- 

para obtener las pruebas y/o testimonios, 

dificultando y aún tornando nugatoria o ineficaz, la 

práctica de diligencias probatorias a fin de 

esclarecer los hechos materia de investigación, 

identificar a los posibles autores y partícipes, y 

determinar las eventuales responsabilidades 

penales. Sin perjuicio de ello, las autoridades 

nacionales no están eximidas de realizar todos los 

esfuerzos necesarios en cumplimiento de su 

obligación de investigar. El actuar omiso o 

negligente de los órganos estatales no resulta 

compatible con las obligaciones emanadas de la 

Convención Americana, con mayor razón si están 

en juego bienes esenciales de las personas. Así 

pues, los Estados deben dotar a las autoridades 

correspondientes de los recursos logísticos y 

científicos necesarios para recabar y procesar las 

pruebas y, en particular, de las facultades para 

acceder a la documentación e información 

pertinente para investigar los hechos denunciados 

y obtener indicios o evidencias de la ubicación de 

las víctimas. Caso Rochac Hernández y otros 

Vs. El Salvador, párr. 139 

Por otro lado, el Estado planteó que los familiares 

de la presunta víctima desistieron de la acusación 

particular en el marco de ese proceso penal. La 

Corte ha considerado que, para que una 

investigación penal constituya un recurso efectivo 

para asegurar el derecho de acceso a la justicia de 

las presuntas víctimas, debe tener un sentido y ser 

asumida por los Estados como un deber jurídico 

propio y no como una simple gestión de intereses 

particulares, por todos los medios legales 

disponibles y orientada a la determinación de la 

verdad. En este sentido, para efectos de lo que se 

analiza es irrelevante tal desistimiento en un 

proceso penal que, además, excedió el plazo 

razonable y llegó a un resultado con base en 

omisiones en el deber de investigar con debida 

diligencia. Caso García Ibarra y otros Vs. 

Ecuador, párr. 154 

Recursos no efectivos (el contexto como barrera)  

En conclusión, la Corte observa que este caso 

ocurrió en un contexto de impedimentos 

normativos y prácticos para asegurar un acceso 

real a la justicia y de una situación generalizada de 

ausencia de garantías e ineficacia de las 

instituciones judiciales para afrontar hechos como 

los del presente caso. En ese contexto, y en 

particular el clima de inseguridad jurídica 

propiciado por la normativa que limitaba la 

impugnación respecto del procedimiento de 

evaluación y eventual cesación de las presuntas 

víctimas, es claro que éstas no tenían certeza 

acerca de la vía a la que debían o podían acudir 

para reclamar los derechos que se consideraran 

vulnerados, fuera administrativa, contencioso 

administrativa o de amparo.  

En ese sentido, en el caso Akdivar vs. Turquía, la 

Corte Europea de Derechos Humanos consideró, 

inter alia, que la existencia de los recursos internos 

debe ser suficientemente cierta, no sólo en teoría 

sino también en la práctica, en cuyo caso contrario 

no cumplirán con la accesibilidad y efectividad 

requeridas. Además, estimó que se debe tomar en 

cuenta tanto la existencia de recursos formales en 

el sistema legal del Estado en cuestión, como el 

contexto general legal y político en el cual operan, 

así como las circunstancias personales de los 

peticionarios o demandantes.  
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En el presente caso, los recursos internos 

existentes no fueron efectivos, ni individual ni en 

conjunto, para los efectos de una adecuada y 

efectiva garantía del derecho de acceso a la 

justicia de las presuntas víctimas cesadas del 

Congreso peruano, en los términos de la 

Convención Americana. Caso Trabajadores 

Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) 

Vs. Perú, párr. 129/131 

Recursos no efectivos (la impunidad como barrera) 

Por otra parte, ha quedado demostrado que, pese 

a que se inició dicho proceso penal con el fin de 

esclarecer los hechos, éste no ha sido eficaz para 

enjuiciar y, en su caso, sancionar a todos sus 

responsables, (...). Si bien ya se encuentra 

condenado uno de los autores materiales de los 

hechos, lo cierto es que el Estado no ha 

identificado ni sancionado a todas las personas 

responsables penalmente de los hechos 

antijurídicos objeto de demanda (autores 

materiales, intelectuales, partícipes y 

encubridores). En el caso en estudio ha quedado 

demostrado que la muerte de Myrna Mack Chang 

se encuadró dentro de un patrón de ejecuciones 

extrajudiciales selectivas (supra párrs. 134.10 y 

134.11), las cuales se han caracterizado por ir 

acompañadas a su vez de la impunidad (infra 

párrs. 134.12 y 134.13), situación en cuyo marco 

los recursos judiciales no son efectivos, las 

investigaciones judiciales tienen graves falencias y 

el transcurso del tiempo juega un papel 

fundamental en borrar todos los rastros del delito, 

haciéndose de esta manera ilusoria la protección 

judicial consagrada en los artículos 8 y 25 de la 

Convención Americana. Caso Myrna Mack 

Chang Vs. Guatemala, párr. 217 

Recursos judiciales y debido proceso 

La Corte recuerda que, en virtud de la protección 

otorgada por los artículos 8 y 25 de la Convención, 

los Estados están obligados a suministrar recursos 

judiciales efectivos a las víctimas de violaciones de 

los derechos humanos, que deben ser 

sustanciados de conformidad con las reglas del 

debido proceso legal. Asimismo, el Tribunal ha 

señalado que el derecho de acceso a la justicia 

debe asegurar, en tiempo razonable, el derecho 

de las presuntas víctimas o sus familiares a que se 

haga todo lo necesario para conocer la verdad de 

lo sucedido e investigar, juzgar y, en su caso, 

sancionar a los eventuales responsables. Caso 

Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del 

Palacio de Justicia) Vs. Colombia, párr. 435 

Garantías 

Esta manera de ejercer los medios que la ley pone 

al servicio de la defensa, ha sido tolerada y 

permitida por los órganos judiciales intervinientes, 

con olvido de que su función no se agota en 

posibilitar un debido proceso que garantice la 

defensa en juicio, sino que debe además asegurar 

en tiempo razonable, el derecho de la víctima o 

sus familiares a saber la verdad de lo sucedido y 

que se sancione a los eventuales responsables. 

El derecho a la tutela judicial efectiva exige 

entonces a los jueces que dirijan el proceso de 

modo de evitar que dilaciones y entorpecimientos 

indebidos, conduzcan a la impunidad, frustrando 

así la debida protección judicial de los derechos 

humanos. Caso Bulacio Vs. Argentina, párr. 114 

y 115 

Decisión motivada y derecho a la verdad 

Para este Tribunal, una exposición clara de una 

decisión constituye parte esencial de una correcta 

motivación de una resolución judicial, entendida 

como ―la justificación razonada que permite llegar 
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a una conclusión‖ . En este sentido, la Corte ha 

considerado que el deber de motivar las 

resoluciones es una garantía vinculada con la 

correcta administración de justicia, que otorga 

credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco 

de una sociedad democrática . Por ello, las 

decisiones que adopten los órganos internos que 

puedan afectar derechos humanos deben estar 

debidamente fundamentadas, pues de lo contrario 

serían decisiones arbitrarias. En este sentido, la 

argumentación de un fallo y de ciertos actos 

administrativos deben permitir conocer cuáles 

fueron los hechos, motivos y normas en que se 

basó la autoridad para tomar su decisión . 

Además, debe mostrar que han sido debidamente 

tomados en cuenta los alegatos de las partes y 

que el conjunto de pruebas ha sido analizado. Por 

todo ello, el deber de motivación es una de las 

―debidas garantías‖ incluidas en el artículo 8.1 

para salvaguardar el derecho a un debido proceso, 

no sólo del imputado sino, en casos como el 

presente, también de los familiares de la presunta 

víctima en relación con sus derechos de acceso a 

la justicia y a conocer la verdad, en relación con el 

artículo 25 de la Convención. Caso García Ibarra 

y otros Vs. Ecuador, párr. 151 

Plazo razonable 

Esta Corte ha señalado que el derecho de acceso 

a la justicia no se agota con el trámite de procesos 

internos, sino que éste debe además asegurar, en 

tiempo razonable, el derecho de la presunta 

víctima o sus familiares a que se haga todo lo 

necesario para conocer la verdad de lo sucedido y 

para que se sancione a los eventuales 

responsables, por lo que, en atención a la 

necesidad de garantizar los derechos de las 

personas perjudicadas, una demora prolongada 

puede llegar a constituir por sí misma una 

violación de las garantías judiciales. Caso Tenorio 

Roca y otros Vs. Perú, párr. 237 

Esta Corte ha señalado que el derecho de acceso 

a la justicia debe asegurar, en tiempo razonable, el 

derecho de las presuntas víctimas o sus familiares, 

a que se haga todo lo necesario para conocer la 

verdad de lo sucedido y para que se sancione a 

los eventuales responsables.  

De otro lado, en cuanto a la alegada violación del 

artículo 13 de la Convención Americana por parte 

de los representantes, la Corte recuerda que el 

derecho a la verdad se encuentra subsumido en el 

derecho de la víctima o de sus familiares a obtener 

de los órganos competentes del Estado el 

esclarecimiento de los hechos violatorios y las 

responsabilidades correspondientes, a través de la 

investigación y el juzgamiento que previenen los 

artículos 8 y 25 de la Convención. Caso de la 

Masacre de La Rochela Vs. Colombia, párr. 146 

y 147 

*** 

 

2. Debida diligencia. Obligación de 

investigar las violaciones a los derechos 

humanos 

Deber de prevenir, investigar, sancionar y reparar 

En su jurisprudencia constante la Corte ha 

considerado que el Estado tiene el deber jurídico 

de prevenir razonablemente las violaciones de los 

derechos humanos, de investigar seriamente con 

los medios a su alcance las violaciones que se 

hubieren cometido a fin de identificar a los 

responsables, de imponerles las sanciones 

pertinentes y de asegurar a la víctima una 

adecuada reparación. Si una violación queda 
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impune en un Estado de modo tal que a la víctima 

no se le restablezca, en cuanto sea posible, la 

plenitud de sus derechos, se desprende que se ha 

violado el deber de garantizar su libre y pleno 

ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción 

(...).  

De conformidad con lo expuesto, resulta que la 

Argentina tiene la obligación jurídica de investigar 

los hechos que condujeron a la desaparición de 

Adolfo Garrido y Raúl Baigorria y de someter a 

proceso y sancionar a sus autores, cómplices, 

encubridores y a todos aquellos que hubieren 

tenido participación en los hechos. Caso Garrido 

y Baigorria vs. Argentina, párr. 71 y 72 

Además, la obligación de investigar, juzgar y, en 

su caso, sancionar a los responsables de hechos 

violatorios de los derechos humanos no se deriva 

solamente de la Convención Americana, en 

determinadas circunstancias y dependiendo de la 

naturaleza de los hechos, también se desprende 

de otros instrumentos interamericanos que 

establecen la obligación a cargo de los Estados 

Partes de investigar las conductas prohibidas por 

tales tratados. En relación con los hechos del 

presente caso, la obligación de investigar se ve 

reforzada por la Convención Interamericana sobre 

Desaparición Forzada y la Convención 

Interamericana contra la Tortura. Dichas 

disposiciones especifican y complementan las 

obligaciones que tiene el Estado con respecto al 

respeto y garantía de los derechos consagrados 

en la Convención Americana, así como ―el corpus 

juris internacional en materia de protección de la 

integridad personal‖. Caso Rodríguez Vera y 

otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) 

Vs. Colombia. Párr. 437 

Debida diligencia y plazo razonable 

Teniendo en cuenta que actualmente se encuentra 

abierto el proceso penal para esclarecer los 

hechos relacionados con la muerte del señor Ruiz 

Fuentes, la Corte dispone que el Estado debe 

continuar con las investigaciones que sean 

necesarias para identificar, juzgar y, en su caso, 

sancionar a los responsables de su muerte. Dicha 

obligación debe ser cumplida de acuerdo a los 

estándares establecidos por la jurisprudencia de 

esta Corte, esto es, con la debida diligencia y en 

un plazo razonable. A tal fin, el Estado debe: (i) 

asegurar que los distintos órganos del sistema de 

justicia involucrados en el caso cuenten con los 

recursos humanos y materiales necesarios para 

desempeñar sus tareas de manera adecuada, 

independiente e imparcial y que las personas que 

participen en la investigación, entre ellas víctimas, 

testigos y operadores de justicia, cuenten con las 

debidas garantías de seguridad y (ii) asegurar el 

pleno acceso y capacidad de actuar de los 

familiares del señor Ruiz Fuentes en todas las 

etapas de estas investigaciones, de acuerdo con 

la ley interna y las normas de la Convención 

Americana.  

Asimismo, en relación con las torturas sufridas por 

el señor Ruiz Fuentes al momento de su detención 

el 6 de agosto de 1997, la Corte determina que el 

Estado debe iniciar, de acuerdo a lo previsto en la 

legislación interna, en un plazo no superior a seis 

meses, la investigación para esclarecer los hechos 

alegados, y realizarla con la debida diligencia, 

posibilitando la participación de los familiares de la 

víctima o por medio de sus representantes y el 

acceso a las actuaciones que se desarrollen. 

Caso Ruiz Fuentes y otra vs. Guatemala, párr. 

200 y 201. 

La Corte dispone que el Estado, en un plazo 

razonable, y de conformidad con el derecho 

interno, impulse, continúe y concluya, con la 
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debida diligencia, las investigaciones y/o procesos 

judiciales que sean necesarios para determinar y, 

en su caso, juzgar y sancionar a las personas 

responsables de las muertes y lesiones 

ocasionadas a personas privadas de libertad en el 

INAM San Félix a partir del incendio ocurrido el 30 

de junio de 2005.  

Además, la Corte dispone que el Estado, en un 

plazo razonable, y de conformidad con el derecho 

interno, realice las actuaciones necesarias para, 

en su caso, determinar las responsabilidades 

administrativas y/o disciplinarias que pudieren 

corresponder en relación con las circunstancias 

que derivaron en el incendio de la celda 4 del 

INAM – San Félix el 30 de junio de 2005. Caso 

Mota Abarullo y otros Vs. Venezuela, párr. 141 

y 142. 

Debida diligencia y derecho a la verdad 

La Corte recuerda que en el capítulo VIII-3 declaró 

que las investigaciones llevadas a cabo y los 

diversos procesos —en ámbito penal, civil y 

laboral— iniciados a partir de la explosión de la 

fábrica de ―Vardo de los fuegos‖ fueron 

inadecuados, por el incumplimiento de un plazo 

razonable, la falta de debida diligencia y la 

inefectividad de la tutela judicial y, en 

consecuencia, que se violaron los derechos a las 

garantías judiciales y a la protección judicial de las 

víctimas. Además, la Corte recuerda que las 

víctimas o sus familiares tienen derecho a que se 

haga todo lo necesario para conocer la verdad de 

lo sucedido y a que se investigue, juzgue y, en su 

caso, sancione a los eventuales responsables.  

En virtud de lo anterior, la Corte dispone que el 

Estado debe, considerando lo dispuesto en esta 

Sentencia [...], continuar con la debida diligencia, 

conforme al derecho interno, el proceso penal 

para, en un plazo razonable, juzgar y, en su caso, 

sancionar, a los responsables de la explosión de la 

fábrica de fuegos de Santo Antônio de Jesus. La 

debida diligencia implica, especialmente, que 

todas las autoridades estatales correspondientes 

están obligadas a abstenerse de actos que 

resulten en la obstrucción o retrasos para la 

marcha del proceso penal, tomando en cuenta que 

han transcurrido casi 22 años desde que 

sucedieron los hechos del presente caso. Lo 

anterior, con el propósito de garantizar el derecho 

a la verdad de las víctimas. Caso de los 

Empleados de la Fábrica de Fuegos de Santo 

Antônio de Jesus Vs. Brasil, párr. 266 y 267. 

Participación de las víctimas 

Conforme a su jurisprudencia constante, la Corte 

considera que el Estado debe asegurar el pleno 

acceso y capacidad de actuar de los familiares de 

las víctimas en todas las etapas de la 

investigación y juzgamiento de los responsables, 

de acuerdo con la ley interna y las normas de la 

Convención Americana. Sobre este punto, la Corte 

toma nota de la reforma al Código Procesal Penal 

por medio de la Ley N° 27.372 del 2017 que 

reconoce expresamente los derechos de las 

víctimas de todo tipo de delitos y que amplió la 

posibilidad de las personas que pueden 

presentarse como querellantes a los hermanos de 

la persona muerta o desaparecida. Caso Acosta 

Martínez y otros Vs. Argentina, párr. 111. 

 

(...) la Corte reitera que el Estado debe asegurar el 

pleno acceso y capacidad de actuar de las 

víctimas o sus familiares en todas las etapas de la 

investigación y el juzgamiento de los 

responsables. Dicha participación deberá tener 

como finalidad el acceso a la justicia y el 

conocimiento de la verdad de lo ocurrido. 

Adicionalmente, los resultados de los procesos 
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correspondientes deberán ser publicados para que 

la sociedad mexicana conozca los hechos objeto 

del presente caso, así como a sus responsables. 

Caso Alvarado Espinoza y otros vs. México, 

párr. 301. 

(…) el Estado debe asegurar que los familiares 

(…) tengan pleno acceso y capacidad de actuar en 

todas las etapas e instancias de dichas 

investigaciones y procesos, de acuerdo con la ley 

interna y las normas de la Convención Americana. 

Caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, párr. 247. 

El cumplimiento de la obligación de emprender 

una investigación seria, imparcial y efectiva de lo 

ocurrido, en el marco de las garantías del debido 

proceso, ha involucrado también un examen del 

plazo de dicha investigación y de ―los medios 

legales disponibles‖ a los familiares de la victima 

fallecida, para garantizar que sean escuchados, 

así como que puedan participar durante el proceso 

de Investigación. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. 

Perú, párr. 352 

Los Estados deben ―regular (…) las normas que 

permitan que los ofendidos o perjudicados 

denuncien o ejerzan la acción penal y, en su caso, 

participen en la investigación y en el proceso‖. 

Caso Ríos y otros Vs. Venezuela, párr. 284. 

Prescripción. Ne bis in idem. Incumplimiento de la 

obligación de investigar 

La Corte determinó que el Estado incumplió su 

obligación de investigar la desaparición y muerte 

del señor Gómez Virula. Ello debido a falencias 

cuando se denunció su desaparición; en las 

primeras diligencias tras el hallazgo del cuerpo; la 

falta de agotamiento de las líneas lógicas de 

investigación, y el retardo injustificado de más de 

24 años que ha demorado la investigación. A la luz 

de sus conclusiones del Capítulo VII de esta 

Sentencia, este Tribunal dispone que el Estado 

deberá continuar las investigaciones que sean 

necesarias para determinar y, en su caso, juzgar y 

sancionar a los responsables de la muerte del 

señor Alexander Yovany Gómez Virula.  

En el supuesto en que hubiese prescrito la acción 

penal, el Estado deberá igualmente investigar los 

hechos ocurridos al solo efecto de esclarecer el 

homicidio para satisfacer el derecho a la verdad de 

los familiares víctimas y de la sociedad. Caso 

Gómez Virula y otros Vs. Guatemala, párr. 100 

y 101. 

Cabe señalar que en virtud de que los hechos del 

presente caso configuran, según lo reconoció 

expresamente el Estado, ―ejecuciones 

extralegales, arbitrarias o sumarias‖ [...], no tiene 

asidero el alegato en torno a la imposibilidad de 

investigar lo sucedido, en tanto, como lo ha 

considerado la Corte en reiteradas oportunidades, 

ese tipo de violaciones a los derechos humanos 

exigen al Estado abstenerse de recurrir a figuras 

como el principio ne bis in idem o cualquier 

eximente similar de responsabilidad, para 

excusarse de esta obligación. Caso Olivares 

Muñoz y otros Vs. Venezuela, párr. 150. 

Debida diligencia involucra a todas las autoridades 

estatales 

Asimismo, la Corte ha señalado que, para que una 

investigación sea efectiva en los términos de la 

Convención, debe llevarse a cabo con la debida 

diligencia, la cual exige que el órgano que 

investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones 

y averiguaciones necesarias para procurar el 

resultado que se persigue. Es decir que debe 

sustanciarse ―por todos los medios legales 

disponibles y [estar] orientada a la determinación 

de la verdad‖. Este deber involucra a toda 

institución estatal, tanto judicial como no judicial, 
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por lo que la debida diligencia se extiende también 

a los órganos no judiciales a los que, en su caso, 

corresponda la investigación previa al proceso, 

realizada para determinar las circunstancias de 

una muerte y la existencia de suficientes indicios 

para interponer una acción penal. Sin el 

cumplimiento de estas exigencias, el ―Estado no 

podrá posteriormente ejercer de manera efectiva y 

eficiente su facultad acusatoria y los tribunales no 

podrán llevar a cabo el proceso judicial que este 

tipo de violaciones requiere. Caso García Ibarra y 

otros Vs. Ecuador, párr. 135 

Por otro lado, la debida diligencia en la 

investigación implica que todas las autoridades 

estatales correspondientes están obligadas a 

colaborar en la recolección de la prueba, por lo 

que deberán brindar a jueces, fiscales u otras 

autoridades competentes toda la información que 

requieran y abstenerse de realizar actos que 

impliquen obstrucción para la marcha del proceso 

de investigación. En particular, el Estado debe 

realizar las investigaciones pertinentes tomando 

en cuenta el contexto del caso, evitando omisiones 

en la recolección de prueba y en el seguimiento de 

las líneas lógicas de investigación. Caso Olivares 

Muñoz y otros Vs. Venezuela, párr. 148, 149 y 

151. 

Debida diligencia en casos de Violencia de Género 

(...) los Estados deben adoptar medidas integrales 

para cumplir con la debida diligencia en casos de 

violencia contra las mujeres. En particular, deben 

contar con un adecuado marco jurídico de 

protección, con una aplicación efectiva del mismo 

y con políticas de prevención y prácticas que 

permitan actuar de una manera eficaz ante las 

denuncias. La estrategia de prevención debe ser 

integral, es decir, debe prevenir los factores de 

riesgo y a la vez fortalecer las instituciones para 

que puedan proporcionar una respuesta efectiva a 

los casos de violencia contra la mujer. Asimismo, 

los Estados deben adoptar medidas preventivas 

en casos específicos en los que es evidente que 

determinadas mujeres y niñas pueden ser víctimas 

de violencia. (...). Caso González y otras 

(“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 258. 

La CIDH ha reafirmado ― la estrecha relación entre 

la discriminación, la violencia y la debida 

diligencia, enfatizando que la falla del Estado de 

actuar con debida diligencia para proteger a las 

mujeres de la violencia constituye una forma de 

discriminación, y una negación de su derecho a la 

igual protección de la ley. CIDH, Jessica Lenahan 

(Gonzalez) y otros. Caso Nro. 12.626, párr. 111. 

(...) ante un acto de violencia contra una mujer, 

resulta particularmente importante que las 

aurotidades a cargo de la investigación la lleven 

adelante con determinación y eficacia, teniendo en 

cuenta el deber de la sociedad de rechazar la 

violencia contra las mujeres y las obligaciones del 

Estado de erradicarla y de brindar confianza a las 

víctimas en las instituciones estatales para su 

protección. Caso Rosendo Cantú y otra vs. 

México, párr. 177. 

La Corte considera que el deber de investigar 

efectivamente, siguiendo los estándares 

establecidos por el Tribunal (supra párrs. 287 a 

291) tiene alcances adicionales cuando se trata de 

una mujer que sufre una muerte, maltrato o 

afectación a su libertad personal en el marco de 

un contexto general de violencia contra las 

mujeres. En similar sentido, la Corte Europea ha 

dicho que cuando un ataque es motivado por 

razones de raza, es particularmente importante 

que la investigación sea realizada con vigor e 

imparcialidad, teniendo en cuenta la necesidad de 

reiterar continuamente la condena de racismo por 
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parte de la sociedad y para mantener la confianza 

de las minorías en la habilidad de las autoridades 

de protegerlas de la amenaza de violencia racial. 

El criterio anterior es totalmente aplicable al 

analizarse los alcances del deber de debida 

diligencia en la investigación de casos de violencia 

por razón de género. Caso González y otras 

(“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 293. 

En otras oportunidades esta Corte ha especificado 

los principios rectores que es preciso observar en 

investigaciones penales relativas a violaciones de 

derechos humanos y que pueden incluir, inter alia: 

recuperar y preservar el material probatorio con el 

fin de ayudar en cualquier potencial investigación 

penal de los responsables; identificar posibles 

testigos y obtener sus declaraciones, y determinar 

la causa, forma, lugar y momento del hecho 

investigado. Además, es necesario investigar 

exhaustivamente la escena del crimen, y se deben 

realizar análisis en forma rigurosa, por 

profesionales competentes y empleando los 

procedimientos más apropiados. En casos de 

violencia contra la mujer, ciertos instrumentos 

internacionales resultan útiles para precisar y dar 

contenido a la obligación estatal reforzada de 

investigarlos con la debida diligencia. Entre otros, 

en una investigación penal por violencia sexual es 

necesario que: i) la declaración de la víctima se 

realice en un ambiente cómodo y seguro, que le 

brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de 

la víctima se registre de forma tal que se evite o 

limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde 

atención médica, sanitaria y psicológica a la 

víctima, tanto de emergencia como de forma 

continuada si así se requiere, mediante un 

protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las 

consecuencias de la violación; iv) se realice 

inmediatamente un examen médico y psicológico 

completo y detallado por personal idóneo y 

capacitado, en lo posible del sexo que la víctima 

indique, ofreciéndole que sea acompañada por 

alguien de su confianza si así lo desea; v) se 

documenten y coordinen los actos investigativos y 

se maneje diligentemente la prueba, tomando 

muestras suficientes, realizando estudios para 

determinar la posible autoría del hecho, 

asegurando otras pruebas como la ropa de la 

víctima, la investigación inmediata del lugar de los 

hechos y garantizando la correcta cadena de 

custodia, y vi) se brinde acceso a asistencia 

jurídica gratuita a la víctima durante todas las 

etapas del proceso. Caso Rosendo Cantú y otra 

vs. México, párr. 178. 

El contexto señalado, además, no puede 

desvincularse, al menos en sus aspectos 

generales, de la impunidad generalizada existente 

en el país […]. Por ende, la existencia de tal 

situación obra como un factor adicional que 

coadyuva al conocimiento estatal sobre una 

situación de riesgo.  

[…] El Estado además conocía, o debió conocer, 

que era posible que lo narrado en tal denuncia se 

insertara en un contexto que potenciaba la 

posibilidad de una lesión a los derechos de esa 

niña. Caso Veliz Franco y otros vs. Guatemala, 

párr. 153 y 154 

Sobre lo anterior, la Corte recuerda que ha 

reconocido que los prejuicios personales y los 

estereotipos de género afectan la objetividad de 

los funcionarios estatales encargados de 

investigar las denuncias que se les presentan, 

influyendo en su percepción para determinar si 

ocurrió o no un hecho de violencia, en su 

evaluación de la credibilidad de los testigos y de la 

propia víctima. Los estereotipos ―distorsionan las 

percepciones y dan lugar a decisiones basadas en 

creencias preconcebidas y mitos, en lugar de 

hechos‖, lo que a su vez puede dar lugar a la 
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denegación de justicia, incluida la revictimización 

de las denunciantes. La Corte considera que lo 

mismo puede ocurrir en casos de estereotipos por 

la expresión de género e identidad de género. 

Caso Vicky Hernández y otras Vs. Honduras, 

párr. 114. 

Debida diligencia en casos de desapariciones 

forzadas 

Teniendo en cuenta lo expuesto, así como la 

jurisprudencia de este Tribunal, la Corte dispone 

que el Estado debe conducir eficazmente y con la 

mayor diligencia la investigación que cursa en la 

jurisdicción interna sobre las desapariciones 

forzadas de Nitza Paola Alvarado Espinoza, José 

Ángel Alvarado Herrera y Rocío Irene Alvarado 

Reyes y demás afectaciones a los familiares, a fin 

de determinar a los responsables de los hechos de 

este caso y aplicar efectivamente las sanciones y 

consecuencias que la ley prevea. El Estado debe 

dirigir y concluir las investigaciones y procesos 

pertinentes en un plazo razonable, con el fin de 

establecer la verdad de los hechos, en atención a 

los criterios señalados sobre investigaciones en 

casos de desapariciones forzadas, removiendo 

todos los obstáculos, de facto y de jure, que 

mantienen la impunidad en este caso [...]. La 

debida diligencia en la investigación implica que 

todas las autoridades estatales correspondientes 

están obligadas a colaborar en la recolección de la 

prueba, por lo que deberán brindar a jueces, 

procuraduría u otra autoridad competentes toda la 

información que requiera y abstenerse de realizar 

actos que impliquen la obstrucción para la marcha 

del proceso investigativo. En particular, el Estado 

deberá velar porque la investigación abarque los 

siguientes criterios: a) realizar las investigaciones 

pertinentes tomando en cuenta el contexto del 

caso, evitando omisiones en la recolección de 

prueba y en el seguimiento de las líneas lógicas 

de investigación, así como integrarlas en una sola 

investigación que permita alcanzar resultados 

específicos; b) investigar con debida diligencia, 

abarcando de forma integral los elementos que 

configuran la desaparición forzada; c) identificar e 

individualizar a los autores materiales e 

intelectuales de la desaparición forzada de las 

víctimas; d) asegurarse que las autoridades 

competentes realicen las investigaciones 

correspondientes ex officio, y que para tal efecto 

tengan a su alcance y utilicen todos los recursos 

logísticos y científicos necesarios para recabar y 

procesar las pruebas y, en particular, tengan las 

facultades para acceder a la documentación e 

información pertinentes para investigar los hechos 

denunciados y que las personas que participen en 

la investigación, entre ellas las víctimas o sus 

representantes, testigos y operadores de justicia, 

cuenten con las debidas garantías de seguridad; 

e) por tratarse de una violación grave de derechos 

humanos, y en consideración del carácter 

permanente de la desaparición forzada cuyos 

efectos no cesan mientras no se establezca el 

paradero de la víctima o se identifiquen sus restos, 

el Estado debe abstenerse de recurrir a figuras 

como la amnistía en beneficio de los autores de 

este tipo de violaciones, así como cualquier otra 

disposición análoga, irretroactividad de la ley 

penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier 

eximente similar de responsabilidad, para 

excusarse de esta obligación; f) garantizar que las 

investigaciones por los hechos constitutivos de la 

desaparición forzada del presente caso se 

mantengan, en todo momento, bajo conocimiento 

de la jurisdicción ordinaria, e g) iniciar las acciones 

disciplinarias, administrativas o penales, de 

acuerdo con la legislación interna, contra las 

posibles autoridades del Estado que hayan 

obstaculizado e impedido la investigación debida 

de los hechos, así como contra los responsables 
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de los hechos de hostigamiento y amenazas. 

Caso Alvarado Espinoza y otros vs. Mexico, 

párr. 301 

Debida diligencia en contexto de violencia policial  

La Corte toma nota de que el Estado ha 

emprendido acciones tendientes a la reapertura de 

la causa judicial por la que se investiga la 

detención ilegal y la muerte de José Delfín Acosta 

Martínez y que la misma está siendo instruida ante 

la PROCUVIN, una fiscalía especializada en 

violencia institucional. De esta forma, dispone que 

el Estado deberá continuar las investigaciones en 

el marco del expediente N° 22.190/1996 que sean 

necesarias para determinar y, en su 

caso,sancionar a todos los responsables de los 

hechos sucedidos al señor Acosta Martínez, así 

como establecer la verdad sobre los mismos, 

tomando en especial consideración el contexto de 

violencia policial por racismo y discriminación. En 

particular, el Estado velará porque la investigación 

sea conducida en consideración al contexto de 

violencia policial, racismo y discriminación, 

evitando omisiones en la recaudación de prueba y 

siguiendo las diferentes líneas lógicas de 

investigación, sin centrarse exclusivamente en la 

versión policial de los hechos. Caso Acosta 

Martínez y otros Vs. Argentina, párr. 110. 

***  

 

3. Derecho a la Verdad  

El derecho a la verdad comprende una doble 

dimensión. En primer lugar, se reconoce el 

derecho de las víctimas y sus familiares a conocer 

la verdad con respecto a los hechos que dieron 

lugar a graves violaciones de los derechos 

humanos, así como el derecho a conocer la 

identidad de quienes participaron en ellos. Ello 

implica que el derecho a la verdad acarrea la 

obligación de los Estados de esclarecer, 

investigar, juzgar y sancionar a las personas 

responsables de los casos de graves violaciones 

de derechos humanos, así como, dependiendo de 

las circunstancias de cada caso, garantizar el 

acceso a la información sobre graves violaciones 

de derechos humanos que se encuentran en 

instalaciones y archivos estatales.  

En segundo lugar, se ha consolidado la noción 

que este derecho no sólo corresponde a las 

víctimas y sus familiares, sino también a la 

sociedad en su conjunto. Al respecto, la Comisión 

ha sostenido que toda la sociedad tiene el 

―irrenunciable derecho de conocer la verdad de lo 

ocurrido, así como las razones y circunstancias en 

las que aberrantes delitos llegaron a cometerse, a 

fin de evitar que esos hechos vuelvan a ocurrir en 

el futuro. CIDH. Informe El derecho a la Verdad 

en las Américas, párr. 70 y 71  

La Verdad como justa expectativa  

El deber de investigar hechos de este género 

subsiste mientras se mantenga la incertidumbre 

sobre la suerte final de la persona desaparecida. 

Incluso en el supuesto de que circunstancias 

legítimas del orden jurídico interno no permitieran 

aplicar las sanciones correspondientes a quienes 

sean individualmente responsables de delitos de 

esta naturaleza, el derecho de los familiares de la 

víctima de conocer cuál fue el destino de ésta y, en 

su caso, dónde se encuentran sus restos, 

representa una justa expectativa que el Estado 

debe satisfacer con los medios a su alcance. Caso 

Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr. 181 

Derecho de las víctimas 
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Las víctimas de violaciones de derechos humanos 

y sus familiares, tienen el derecho de conocer la 

verdad. Este derecho a la verdad ha sido 

desarrollado por el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos y su reconocimiento puede 

constituir un medio importante de reparación. 

Caso Masacre Plan de Sánchez vs. Guatemala, 

párr. 97 

Obligación estatal 

En tal sentido, la Corte estima que ―sobre los 

Estados Partes recae la obligación de prevenir, 

investigar, identificar y sancionar a los autores 

intelectuales y encubridores de violaciones de los 

derechos humanos. Con base en esta obligación, 

el Estado tiene el deber de evitar y combatir la 

impunidad, que ha sido definida como ―la falta en 

su conjunto de investigación, persecución, 

captura, enjuiciamiento y condena de los 

responsables de las violaciones de los derechos 

protegidos por la Convención Americana‖. Caso 

Ivcher Bronstein Vs. Perú, párr. 186 

Por el contrario, la falta de diligencia del Estado 

―lesiona a las víctimas y propicia la repetición 

crónica de las violaciones de los derechos 

humanos de que se trata‖. Caso Carpio Nicolle y 

otros Vs. Guatemala, párr. 126. 

Es por ello que las víctimas de violaciones a los 

derechos humanos o sus familiares tienen el 

derecho ―a que se haga todo lo necesario para 

conocer la verdad de lo sucedido y, en su caso, se 

sancione a los responsables‖. Caso Gomes Lund 

y otros (Guerrilha do Araguaia) vs. Brasil, párr. 

219. 

Ello a través de una investigación efectiva por 

parte de las autoridades, el procesamiento de los 

responsables de los ilícitos, la imposición de las 

sanciones pertinentes, y la indemnización de los 

daños y perjuicios que hubieren sufrido los 

familiares. Caso Blake vs. Guatemala, párr. 97. 

Teniendo en cuenta que los hechos propios de 

este caso se desarrollaron dentro de un conflicto 

armado no internacional, el esclarecimiento de la 

verdad de lo sucedido adquiere una relevancia 

particular. La Corte considera pertinente reiterar, 

como lo ha hecho en otros casos, que los Estados 

pueden establecer comisiones de la verdad, las 

que contribuyen a la construcción y preservación 

de la memoria histórica, el esclarecimiento de 

hechos y la determinación de responsabilidades 

institucionales, sociales y políticas en 

determinados períodos históricos de una sociedad. 

Aún cuando estas comisiones no sustituyan la 

obligación del Estado de establecer la verdad a 

través de procesos judiciales, la Corte ha 

establecido que se trata de determinaciones de la 

verdad que son complementarias entre sí, pues 

cada una tiene un sentido y alcance propios, así 

como potencialidades y límites particulares, que 

dependen del contexto en el que surgen y de los 

casos y circunstancias concretas que analicen. 

Caso Gudiel Álvarez (Diario Militar) vs. 

Guatemala, párr. 298. 

Deber de investigar 

La Comisión Interamericana ha dispuesto que la 

investigación judicial debe ser emprendida de 

buena fe, de manera diligente, exhaustiva e 

imparcial, y debe estar orientada a explorar todas 

las líneas investigativas posibles que permitan la 

identificación de los autores del delito, para su 

posterior juzgamiento y sanción. CIDH, Informe 

No. 37/00, Caso 11.481, párr. 80 

La Corte recuerda que el deber de investigar es 

una obligación de medios y no de resultado, que 

debe ser asumida por el Estado como un deber 

jurídico propio y no como una simple formalidad 
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condenada de antemano a ser infructuosa, o como 

una mera gestión de intereses particulares, que 

dependa de la iniciativa procesal de las víctimas, 

de sus familiares o de la aportación privada de 

elementos probatorios. Caso Pacheco Teruel y 

otros vs. Honduras, párr. 129. 

Por el contrario, la Corte ha precisado que ―cada 

acto estatal que conforma el proceso investigativo, 

así como la investigación en su totalidad, debe 

estar orientado hacia una finalidad específica, la 

determinación de la verdad y la investigación, 

persecución, captura, enjuiciamiento y, en su 

caso, sanción de los responsables de los hechos‖. 

Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia, 

párr. 153. 

En ese sentido, ―la investigación debe ser 

realizada con todos los medios legales disponibles 

y debe comprender la responsabilidad tanto de los 

autores intelectuales como materiales, 

especialmente cuando están o puedan estar 

involucrados agentes estatales‖. Caso Masacres 

de Río Negro vs. Guatemala, párr. 192. 

Patrones sistemáticos 

Adicionalmente, (...) la Corte ha considerado que 

las autoridades encargadas de la investigación 

tienen el deber de asegurar que en el curso de las 

mismas se valoren los patrones sistemáticos que 

permitieron la comisión de graves violaciones de 

los derechos humanos, como las del presente 

caso. En aras de garantizar su efectividad, la 

investigación debe ser conducida tomando en 

cuenta la complejidad de este tipo de hechos (...), 

y la estructura en la cual se ubicaban las personas 

probablemente involucradas en los mismos, 

evitando así omisiones en la recaudación de 

prueba y en el seguimiento de líneas lógicas de 

investigación. Caso Contreras y otros vs. El 

Salvador, párr. 146 

Participación de las víctimas 

En cuanto a la participación de las personas más 

afectadas, la Corte ha indicado que ―los Estados 

tienen la obligación de garantizar el derecho de las 

víctimas o sus familiares de participar en todas las 

etapas de los respectivos procesos, de manera 

que puedan hacer planteamientos, recibir 

informaciones, aportar pruebas, formular 

alegaciones y, en síntesis, hacer valer sus 

derechos. Dicha participación deberá tener como 

finalidad el acceso a la justicia, el conocimiento de 

la verdad de lo ocurrido y el otorgamiento de una 

justa reparación‖. Caso González Medina y 

familiares Vs. República Dominicana, párr. 251; 

Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, 

párr. 233. 

No obstante ello, ―la búsqueda efectiva de la 

verdad corresponde al Estado, y no puede 

hacerse depender de la iniciativa procesal de la 

víctima, de sus familiares o de la aportación 

privada de elementos probatorios‖. Caso 

Masacres de Río Negro Vs. Guatemala, párr. 

193 

Derecho a la integridad  

[…][l]a privación del acceso a la verdad de los 

hechos acerca del destino de un desaparecido 

constituye una forma de trato cruel e inhumano 

para los familiares cercanos, lo que hace presumir 

un daño a la integridad psíquica y moral de 

familiares directos de víctimas de ciertas 

violaciones de derechos humanos. Caso Gelman 

Vs. Uruguay, párr. 133 

Derecho de acceso a la información 

… el Estado no puede ampararse en la falta de 

prueba de la existencia de los documentos 

solicitados sino que, por el contrario, debe 
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fundamentar la negativa a proveerlos, demostrando 

que ha adoptado todas las medidas a su alcance 

para comprobar que, efectivamente, la información 

solicitada no existía. Resulta esencial que, para 

garantizar el derecho a la información, los poderes 

públicos actúen de buena fe y realicen 

diligentemente las acciones necesarias para 

asegurar la efectividad de ese derecho, 

especialmente cuando se trata de conocer la 

verdad de lo ocurrido en casos de violaciones 

graves de derechos humanos […]. Alegar ante un 

requerimiento judicial […], la falta de prueba sobre 

la existencia de cierta información, sin haber 

indicado, al menos, cuáles fueron las diligencias 

que realizó para confirmar o no su existencia, 

posibilita la actuación discrecional y arbitraria del 

Estado de facilitar o no determinada información, 

generando con ello inseguridad jurídica respecto al 

ejercicio de ese derecho. Caso Gomes Lund y 

otros (Guerrilha do Araguaia) Vs. Brasil, párr. 

211 

Prescripción de la acción 

En el supuesto en que hubiese prescrito la acción 

penal, el Estado deberá igualmente investigar los 

hechos ocurridos al solo efecto de esclarecer el 

homicidio para satisfacer el derecho a la verdad de 

los familiares víctimas y de la sociedad. Caso 

Gómez Virula y otros Vs. Guatemala, párr. 100 

*** 

 

4. Reparaciones. Obligación general de 

reparar integralmente las violaciones a 

los derechos humanos 

Concepto 

La reparación del daño ocasionado por la 

infracción de una obligación internacional consiste 

en la plena restitución (restitutio in integrum), lo 

que incluye el restablecimiento de la situación 

anterior y la reparación de las consecuencias que 

la infracción produjo y el pago de una 

indemnización como compensación por los daños 

patrimoniales y extrapatrimoniales incluyendo el 

daño moral. Caso Velásquez Rodríguez Vs. 

Honduras, párr. 26 

La reparación es el término genérico que 

comprende las diferentes formas como un Estado 

puede hacer frente a la responsabilidad 

internacional en que ha incurrido (restitutio in 

integrum, indemnización, satisfacción, garantías 

de no repetición, entre otras). Caso Loayza 

Tamayo Vs. Perú, párr. 85  

Es preciso tomar en consideración que en muchos 

casos de violaciones a derechos humanos, como 

el presente, no es posible la restitutio in integrum, 

por lo que, teniendo en cuenta la naturaleza del 

bien afectado, la reparación se realiza, inter alia, 

según la jurisprudencia internacional, mediante 

una justa indemnización o compensación 

pecuniaria. Es necesario añadir las medidas de 

carácter positivo que el Estado debe adoptar para 

asegurar que no se repitan hechos lesivos como 

los ocurridos en el presente caso. Corte IDH. 

Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia, párr. 222 

Integralidad 

La Corte ha considerado que una reparación 

integral y adecuada no puede ser reducida al pago 

de compensación a las víctimas o sus familiares, 

pues según el caso son además necesarias 

medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías 

de no repetición. En cualquier caso, la Corte 

valorará en los términos del artículo 63.1 de la 

Convención y, en su caso, dispondrá las 
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reparaciones pertinentes. Caso Herrera Espinoza 

y otros Vs. Ecuador, párr. 214  

La jurisprudencia internacional y en particular la 

Corte, ha establecido reiteradamente que la 

sentencia constituye por sí misma una forma de 

reparación. No obstante, considerando las 

circunstancias del presente caso y los sufrimientos 

que las violaciones cometidas causaron a las 

víctimas, la Corte estima pertinente fijar otras 

medidas. Caso Trabajadores Cesados de 

Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 198 

La Corte estima que con motivo de la denegación 

de justicia en perjuicio de las víctimas de muy 

graves violaciones a derechos humanos, como lo 

es una masacre, se presentan una diversidad de 

afectaciones tanto en la esfera individual como 

colectiva. En este sentido, resulta evidente que las 

víctimas de una impunidad prolongada sufran 

distintas afectaciones por la búsqueda de justicia 

no sólo de carácter material, sino también otros 

sufrimientos y daños de carácter psicológico, físico 

y en su proyecto de vida, así como otras posibles 

alteraciones en sus relaciones sociales y la 

dinámica de sus familias y comunidades. Este 

Tribunal ha señalado que estos daños se 

intensifican por la falta de apoyo de las 

autoridades estatales en la búsqueda efectiva e 

identificación de los restos, y la imposibilidad de 

honrar apropiadamente a sus seres queridos. 

Frente a ello, la Corte ha considerado la necesidad 

de otorgar diversas medidas de reparación, a fin 

de resarcir los daños de manera integral, por lo 

que además de las compensaciones pecuniarias, 

las medidas de satisfacción, restitución, 

rehabilitación y garantías de no repetición tienen 

especial relevancia por la gravedad de las 

afectaciones y el carácter colectivo de los daños 

ocasionados. Caso De la Masacre de las Dos 

Erres Vs. Guatemala, párr. 226 

La reparación del daño ocasionado por la 

infracción de una obligación internacional requiere, 

siempre que sea posible, la plena restitución 

(restitutio in integrum), que consiste en el 

restablecimiento de la situación anterior. De no ser 

esto factible, como ocurre en la mayoría de los 

casos de violaciones a derechos humanos, el 

Tribunal determinará medidas para garantizar los 

derechos conculcados y reparar las consecuencias 

que las infracciones produjeron. Por tanto, la Corte 

ha considerado la necesidad de otorgar diversas 

medidas de reparación, a fin de resarcir los daños 

de manera integral, por lo que además de las 

compensaciones pecuniarias, las medidas de 

restitución, satisfacción y garantías de no 

repetición tienen especial relevancia por los daños 

ocasionados. Caso Mendoza y otros Vs. 

Argentina, párr. 307 

Vocación transformadora  

La Corte recuerda que el concepto de ―reparación 

integral‖ (restitutio in integrum) implica el 

reestablecimiento de la situación anterior y la 

eliminación de los efectos que la violación produjo, 

así como una indemnización como compensación 

por los daños causados. Sin embargo, teniendo en 

cuenta la situación de discriminación estructural en 

la que se enmarcan los hechos ocurridos en el 

presente caso y que fue reconocida por el Estado 

[…], las reparaciones deben tener una vocación 

transformadora de dicha situación, de tal forma 

que las mismas tengan un efecto no solo 

restitutivo sino también correctivo. En este sentido, 

no es admisible una restitución a la misma 

situación estructural de violencia y discriminación. 

Del mismo modo, la Corte recuerda que la 

naturaleza y monto de la reparación ordenada 

dependen del daño ocasionado en los planos tanto 

material como inmaterial. Las reparaciones no 

pueden implicar ni enriquecimiento ni 
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empobrecimiento para la víctima o sus familiares, 

y deben guardar relación directa con las 

violaciones declaradas. Una o más medidas 

pueden reparar un daño específico sin que éstas 

se consideren una doble reparación.  

Conforme a ello, la Corte valorará las medidas de 

reparación solicitadas por la Comisión y los 

representantes de forma que éstas: i) se refieran 

directamente a las violaciones declaradas por el 

Tribunal; ii) reparen proporcionalmente los daños 

materiales e inmateriales; iii) no signifiquen 

enriquecimiento ni empobrecimiento; iv) 

reestablezcan en la mayor medida de lo posible a 

las víctimas en la situación anterior a la violación 

en aquello en que no se interfiera con el deber de 

no discriminar; v) se orienten a identificar y 

eliminar los factores causales de discriminación; 

vi) se adopten desde una perspectiva de género, 

tomando en cuenta los impactos diferenciados que 

la violencia causa en hombres y en mujeres, y vii) 

consideren todos los actos jurídicos y acciones 

alegadas por el Estado en el expediente 

tendientes a reparar el daño ocasionado. Caso 

González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. 

México, párr. 450 y 451 

La Corte resalta que algunos actos 

discriminatorios analizados en capítulos previos se 

relacionaron con la reproducción de estereotipos 

que están asociados a la discriminación estructural 

e histórica que han sufrido las minorías sexuales 

[…], particularmente en cuestiones relacionadas 

con el acceso a la justicia y la aplicación del 

derecho interno. Por ello, algunas de las 

reparaciones deben tener una vocación 

transformadora de dicha situación, de tal forma 

que las mismas tengan un efecto no solo 

restitutivo sino también correctivo hacia cambios 

estructurales que desarticulen aquellos 

estereotipos y prácticas que perpetúan la 

discriminación contra la población LGTBI […]. 

Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, párr. 267 

Nexo entre los hechos y las reparaciones 

Sobre la base de lo dispuesto en el artículo 63.1 

de la Convención Americana, la Corte ha indicado 

que toda violación de una obligación internacional 

que haya producido daño comporta el deber de 

repararlo adecuadamente, y que esa disposición 

recoge una norma consuetudinaria que constituye 

uno de los principios fundamentales del Derecho 

Internacional contemporáneo sobre 

responsabilidad de un Estado. Además, este 

Tribunal ha establecido que las reparaciones 

deben tener un nexo causal con los hechos del 

caso, las violaciones declaradas, los daños 

acreditados, así como las medidas solicitadas para 

reparar los daños respectivos. Por tanto, la Corte 

deberá analizar dicha concurrencia para 

pronunciarse debidamente y conforme a derecho. 

Caso Colindres Schonenberg Vs. El Salvador, 

párr. 120 

*** 

4.1. Medidas de Reparación ordenadas 

al Estado Argentino 

i. Medidas de Restitución 

- Dejar sin efecto sentencias 

Esta Corte ha determinado que la sentencia 

emitida el 25 de septiembre de 2001 por la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación que confirmó la 

condena impuesta por un tribunal de alzada, violó 

el derecho a la libertad de expresión de los 

señores Jorge Fontevecchia y Héctor D'Amico […]. 

Por lo tanto, el Tribunal dispone, de conformidad 

con su jurisprudencia, que el Estado debe dejar 

sin efecto dichas sentencias en todos sus 
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extremos, incluyendo, en su caso, los alcances 

que estas tengan respecto de terceros; a saber: a) 

la atribución de responsabilidad civil de los 

señores Jorge Fontevecchia y Héctor D'Amico; b) 

la condena al pago de una indemnización, de 

intereses y costas y de la tasa de justicia; tales 

montos deberán ser reintegrados con los intereses 

y actualizaciones que correspondan de acuerdo al 

derecho interno, y c) así como cualquier otro 

efecto que tengan o hayan tenido aquellas 

decisiones. A efectos de cumplir la presente 

reparación, el Estado debe adoptar todas las 

medidas judiciales, administrativas y de cualquier 

otra índole que sean necesarias, y cuenta para 

ello con el plazo de un año a partir de la 

notificación de la presente Sentencia. Caso 

Fontevecchia y D'Amico, párr. 105  

En primer lugar, en lo que respecta al componente 

de la reparación relativo a dejar sin efecto la 

atribución de responsabilidad civil a los señores 

Fontevecchia y D'Amico […], la Corte constata que 

el 5 de diciembre de 2017 la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación emitió una decisión en la 

cual, tomando en cuenta la Resolución de este 

Tribunal de octubre de 2017, resolvió: [o]rdenar 

que se asiente junto a la decisión [de 25 de 

septiembre de 2001 de la Corte Suprema de 

Justicia] registrada en Fallos: 324:2895 la 

siguiente leyenda: ―[e]sta sentencia fue declarada 

incompatible con la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos por la Corte Interamericana 

(sentencia de 29 de noviembre de 2011). 

En ese sentido, esta Corte considera, a la luz de lo 

resuelto en la Resolución de octubre de 2017 […] 

y de la información brindada por el Estado y las 

correspondientes observaciones de los 

representantes y la Comisión […], que la anotación 

hecha en la sentencia civil condenatoria de 25 de 

septiembre de 2001 es suficiente para declarar el 

cumplimiento del componente de la reparación 

relativo a dejar sin efecto la atribución de 

responsabilidad civil a los señores Fontevecchia y 

D'Amico. Caso Fontevecchia y D'Amico 

(Supervisión de Cumplimiento), párr. 7 y 10 

- Medidas de restitución 

En este sentido, este Tribunal observa que la 

Comisión Interamericana y el Estado no 

propusieron la restitución inmediata de la niña a su 

padre biológico sino que se inicie un proceso de 

vinculación con determinadas características. 

Particularmente, Argentina señaló su disposición 

brindar recursos materiales y asistencia 

terapéutica, afirmó que el padre biológico debe 

tener una incidencia real en la vida de la niña, e 

informó sobre su compromiso de remover los 

obstáculos que existan para la vinculación entre 

padre e hija. 

Con base en lo anterior, la Corte estima necesario 

que, como medida de reparación, el Estado debe 

establecer de manera inmediata un procedimiento 

orientado a la efectiva vinculación entre el señor 

Fornerón y su hija. Ello implica un proceso de 

acercamiento progresivo de manera de comenzar 

a construir un vínculo entre padre e hija quienes, 

en casi doce años, solo se encontraron una vez 

por aproximadamente cuarenta y cinco minutos. 

Dicho proceso debe ser una instancia para que M 

y su padre puedan relacionarse mediante 

encuentros periódicos, y debe estar orientado a 

que, en el futuro, ambos puedan desarrollar y 

ejercer sus derechos de familia, como por ejemplo 

el derecho a vivir juntos, sin que ello suponga un 

conflicto con la familia adoptante de M. (...) Caso 

Fornerón, párr. 158 y 160 

(...) Tanto la Comisión como la representante han 

solicitado que se ordene al Estado, como medida 

de restitución, poner a disposición del señor 
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Almeida un mecanismo idóneo a fin de que se 

reconsidere su solicitud de indemnización. No 

obstante, tomando en consideración que ya han 

transcurrido más de 25 años desde que el señor 

Almeida presentó su reclamación inicial, y que la 

víctima ha intentado diversas vías administrativas 

y judiciales para que su solicitud de indemnización 

sea reconsiderada, la Corte ordena al Estado que 

pague al señor Rufino Jorge Almeida, en equidad, 

la suma de USD$ 125.000,00 (ciento veinticinco 

mil dólares de los Estados Unidos de América) por 

concepto de indemnización por el tiempo que 

permaneció en un régimen de libertad vigilada de 

facto. Caso Almeida, párr. 61 y 62 

ii. Medidas de Rehabilitación 

La Corte advierte que fue probado en el presente 

caso el sufrimiento y padecimientos físicos y 

psicológicos de las víctimas en razón de traslados 

y malos tratos ocurridos durante el cumplimiento 

de la pena. Considerando también que en el 

presente caso no hay evidencia que demuestre 

que las víctimas hayan tenido acceso efectivo a 

tratamiento de salud o psicológico, a pesar de los 

sufrimientos y sentimientos de angustia que 

experimentaron, y que les generarían secuelas 

hasta hoy, la Corte estima que el Estado debe 

brindar gratuitamente y de forma inmediata, 

adecuada y efectiva, el tratamiento psicológico y 

psiquiátrico que requieran las víctimas, previo 

consentimiento informado y por el tiempo que sea 

necesario, incluida la provisión gratuita de 

medicamentos. Asimismo, los tratamientos 

respectivos deberán prestarse, en la medida de lo 

posible, en el centro más cercano a su lugar de 

residencia en Argentina, por el tiempo que sea 

necesario. Para tal efecto las víctimas disponen de 

un plazo de seis meses, contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, para requerir 

al Estado dicho tratamiento. (En similar sentido, 

ver: Caso Jenkins Vs. Argentina. Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 26 de noviembre de 2019. Serie C 

No. 397, párr. 130). Caso López, párr. 250 

iii. Medidas de Compensación 

La Corte observa que el señor Bayarri recibió 

atención médica y psicológica a consecuencia de 

los hechos alegados en el presente caso. No 

obstante, sobre la base de la prueba existente en 

el expediente el Tribunal no puede cuantificar con 

precisión el monto que el señor Bayarri y sus 

familiares han erogado. En vista de ello, y 

tomando en cuenta el tiempo transcurrido, el 

Tribunal fija en equidad la suma de US $18,000.00 

(dieciocho mil dólares de los Estados Unidos de 

América) que deberán ser cancelados por el 

Estado al señor Bayarri por concepto de 

reembolso por gastos en atención médica y 

psicológica. 

Asimismo, tomando en cuenta lo anterior, es 

posible concluir que los padecimientos físicos y 

psicológicos del señor Bayarri subsisten hasta 

ahora. Como lo ha hecho en otras oportunidades, 

la Corte estima fijar una indemnización que 

comprenda los gastos futuros por tratamiento 

psicológico. Considerando las circunstancias y 

necesidades particulares de la víctima expresadas 

por los peritos, la Corte considera razonable 

entregarle la cantidad de US $22,000.00 (veintidós 

mil dólares de los Estados Unidos de América) por 

concepto de gastos futuros de atención 

psicológica. Caso Bayarri, párr. 141 y 142 

La Corte verificó que los representantes de las 

víctimas remitieron tres comprobantes en los que 

constan algunos gastos fúnebres en que incurrió 

Nilda del Valle Maldonado entre los años 1994 a 

2004. No obstante, la Corte presume que desde el 

momento de la ejecución de Jorge Omar 
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Gutiérrez, los familiares incurrieron en diversos 

gastos a raíz de este hecho. En consecuencia, la 

Corte fija en equidad una compensación de USD 

$1.000,00 (mil dólares de los Estados Unidos de 

América) por concepto de daño emergente. Esta 

cantidad deberá ser entregada a Nilda del Valle 

Maldonado. Por otra parte, la Corte valorará en el 

acápite de costas y gastos aquellas erogaciones 

económicas relacionadas con los gastos que 

implicó el mantener abierta la causa y el reclamo 

de justica […]. Caso Gutierrez y familia, párr. 

176 

Los representantes de la víctima y la Comisión 

Interamericana solicitaron una indemnización por 

la pérdida de ingresos del señor Walter David 

Bulacio, con base en el salario mensual que 

recibiera como caddie en el campo de golf. Esta 

Corte reconoce como probado que el joven 

Bulacio recibía un ingreso mensual de $400 

(cuatrocientos pesos), equivalentes a US$ 400,00 

(cuatrocientos dólares de los Estados Unidos de 

América); sin embargo, considera que por la 

naturaleza de dicha actividad aquél no percibía un 

sueldo complementario, pues su ingreso provenía 

de las propinas que le daban los clientes. La Corte 

considera también que es presumible y razonable 

suponer que el joven Bulacio no habría 

desempeñado esta actividad el resto de su vida, 

pero no hay un hecho cierto que permita 

establecer la actividad o profesión que 

desarrollaría en el futuro, es decir, no existen 

elementos suficientes para determinar la pérdida 

de una chance cierta, la cual ―debe estimarse a 

partir de un perjuicio cierto con suficiente 

fundamento para determinar la probable 

realización de dicho perjuicio‖. En razón de lo 

anterior, la Corte decide fijar en equidad la 

cantidad de US$ 100.000,00 (cien mil dólares de 

los Estados Unidos de América) como 

compensación por la pérdida de los ingresos del 

señor Walter David Bulacio. Caso Bulacio, párr. 

84 

- Daño inmaterial 

Ahora bien, la controversia radica en el monto que 

debe otorgarse a la víctima como compensación 

por el daño inmaterial. Al respecto, la Corte no 

considera apropiado que se utilice un porcentaje 

de los daños materiales para fijar la indemnización 

por los daños inmateriales. 

Revisten naturaleza distinta y no dependen el uno 

del otro. Además, no es posible asignar al daño 

inmaterial un equivalente monetario preciso. Sólo 

puede ser objeto de compensación, para los fines 

de la reparación integral a la víctima, mediante el 

pago de una cantidad de dinero o la entrega de 

bienes o servicios apreciables en dinero, que el 

Tribunal determine en aplicación razonable del 

arbitrio judicial y en términos de equidad, teniendo 

en cuenta además que la jurisprudencia 

internacional ha establecido reiteradamente que la 

sentencia constituye per se una forma de 

reparación. Caso Bueno Alves, párr. 203 

Por otra parte, respecto al daño inmaterial, la 

Corte ha establecido en su jurisprudencia que éste 

puede comprender tanto los sufrimientos y las 

aflicciones causados por la violación como el 

menoscabo de valores muy significativos para las 

personas y cualquier alteración, de carácter no 

pecuniario, en las condiciones de existencia de las 

víctimas. Por otra parte, dado que no es posible 

asignar al daño inmaterial un equivalente 

monetario preciso, sólo puede ser objeto de 

compensación, para los fines de la reparación 

integral a la víctima, mediante el pago de una 

cantidad de dinero o la entrega de bienes o 

servicios apreciables en dinero, que el Tribunal 

determine en aplicación razonable del arbitrio 

judicial y en términos de equidad. En el presente 
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caso, la Corte determinó que se violó el derecho 

del señor Romero Feris a la libertad personal, y a 

la presunción de inocencia […]. Por ello, 

considerando las circunstancias del presente caso, 

así como las consecuencias de orden inmaterial 

que sufrió, la Corte estima pertinente fijar en 

equidad, por concepto de daño inmaterial, una 

cantidad equivalente a US$ 10.000,00 (diez mil 

dólares de los Estados Unidos de América) a favor 

del señor Romero Feris. (En similar sentido, ver: 

Caso Hernández Vs. Argentina. Excepción 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 

Sentencia de 22 de noviembre de 2019. Serie C 

No. 395, párr. 171 y 172). Caso Romero Feris, 

párr. 190 

iv. Medidas de Satisfacción 

- Publicación de sentencias 

Asimismo, la Corte considera pertinente, tal como 

lo ha dispuesto en otros casos, que el Estado 

difunda, a través de una emisora radial de amplia 

cobertura, que alcance a toda la extensión de los 

lotes fiscales 14 y 15 del Departamento de 

Rivadavia en la Provincia de Salta, el resumen 

oficial de la Sentencia, en español y, previo 

consenso con los representantes, en lenguas de 

las comunidades indígenas víctimas. La 

transmisión radial deberá efectuarse cada primer 

domingo de mes al menos durante cuatro meses, 

después de las 8:00 hs. y antes de las 22:00 hs. 

Dos semanas antes de que el Estado realice la 

primera acción de radiodifusión deberá comunicar 

por escrito a esta Corte y a los representantes la 

fecha, horario y emisora en que efectuará tal acto. 

El Estado deberá cumplir con esta medida dentro 

del plazo de seis meses contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia. Argentina 

deberá comunicar de forma inmediata a esta Corte 

una vez que haya procedido a realizar cada una 

de las transmisiones radiales dispuestas en este 

párrafo y de las publicaciones ordenadas en el 

párrafo anterior. Caso Comunidades Indígenas 

Miembros de la Asociación Lhaka Honhat 

(Nuestra Tierra), párr. 349 

La Corte dispone, como lo ha hecho en otros 

casos, que el Estado publique, en el plazo de seis 

meses, contado a partir de la notificación de la 

presente Sentencia, en un tamaño de letra legible 

y adecuado el resumen oficial de la presente 

Sentencia elaborado por la Corte, por una sola 

vez, en un diario de amplia circulación nacional. El 

Estado deberá informar de forma inmediata a este 

Tribunal una vez que proceda a realizar la 

publicación dispuesta, independientemente del 

plazo de un año para presentar su primer informe 

dispuesto en el punto resolutivo 10 de la presente 

Sentencia. Caso Spoltore, párr. 110 

v. Garantías de no repetición 

- Adecuar legislación interna 

En consecuencia, de acuerdo a la obligación 

emanada del artículo 2 de la Convención 

Americana, en relación con el artículo 19 del 

mismo instrumento, el Estado debe adoptar las 

medidas que sean necesarias para tipificar la 

―venta‖ de niños y niñas, de manera que el acto de 

entregar un niño o niña a cambio de una 

remuneración o cualquier otra retribución, 

cualquiera que sea su forma o fin, constituya una 

infracción penal, de conformidad con los 

estándares internacionales y lo establecido en la 

presente Sentencia [...]. Esta obligación vincula a 

todos los poderes y órganos estatales en su 

conjunto. Caso Fornerón, párr. 177 

Asimismo, la Corte observa que la Ley 26.061, 

relativa a la protección integral de las niñas, niños 

y adolescentes, establece que la Convención 
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sobre los Derechos del Niño es de aplicación 

obligatoria en todo acto, decisión o medida 

administrativa, judicial o de cualquier naturaleza 

que se adopte respeto de aquéllos. No obstante, 

en esta Sentencia se determinó que la Ley 22.278, 

que actualmente regula el régimen penal de la 

minoridad en Argentina y que fue aplicada en el 

presente caso, contiene disposiciones contrarias a 

la Convención Americana y a los estándares 

internacionales aplicables a la justicia penal juvenil 

[...]. Asimismo, la Corte estableció que, de 

conformidad con los artículos 19, 17, 1.1 y 2 de la 

Convención, el Estado está obligado a garantizar, 

a través de la adopción de las medidas legislativas 

o de otro carácter que sean necesarias, la 

protección del niño por parte de la familia, de la 

sociedad y del mismo Estado. De este modo, la 

Corte considera que, a fin de cumplir con dichas 

obligaciones, Argentina deberá ajustar su marco 

legal a los estándares internacionales señalados 

anteriormente en materia de justicia penal juvenil 

[...] y diseñar e implementar políticas públicas con 

metas claras y calendarizadas, así como la 

asignación de adecuados recursos 

presupuestales, para la prevención de la 

delincuencia juvenil a través de programas y 

servicios eficaces que favorezcan el desarrollo 

integral de los niños, niñas y adolescentes. En 

este sentido, Argentina deberá, entre otros, 

difundir los estándares internacionales sobre los 

derechos del niño y brindar apoyo a los niños, 

niñas y adolescentes más vulnerables, así como a 

sus familias. Caso Mendoza, párr. 325 

La Corte determinó que las regulaciones 

normativas existentes no son suficientes para 

dotar de seguridad jurídica al derecho de 

propiedad comunitaria indígena, previendo 

procedimientos específicos adecuados para tal fin. 

En ese sentido, surge de lo expuesto antes en 

esta Sentencia que las propias autoridades 

argentinas han notado la insuficiencia del 

ordenamiento interno y la necesidad de adoptar 

medidas respecto a la propiedad indígena [...]. 

A su vez, el perito Solá ha indicado que ―no 

existen procedimientos adecuados a nivel nacional 

ni provincial para recibir pretensiones territoriales 

de pueblos indígenas conforme a los estándares 

del sistema interamericano‖. Caso Comunidades 

Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka 

Honhat (Nuestra Tierra), párr. 353 

En razón de ello, la Corte considera que, dentro de 

un plazo razonable, el Estado debe adecuar su 

ordenamiento jurídico interno, lo cual implica la 

modificación de normas y el desarrollo de 

prácticas conducentes a lograr la plena efectividad 

de los derechos reconocidos en la Convención, a 

efectos de compatibilizarlo con los parámetros 

internacionales que deben existir para evitar la 

arbitrariedad en los supuestos de detención, 

requisa corporal o registro de un vehículo, 

abordados en el presente caso, conforme a los 

parámetros establecidos en la presente Sentencia. 

Por tanto, en la creación y aplicación de las 

normas que faculten a la policía a realizar 

detenciones sin orden judicial, las autoridades 

internas están obligadas a realizar un control de 

convencionalidad tomando en cuenta las 

interpretaciones de la Convención Americana 

realizadas por la Corte Interamericana respecto a 

las detenciones sin orden judicial, y que han sido 

reiteradas en el presente caso. Caso Fernández 

Prieto y Tumbeiro, párr. 122 

- Ejercer el Control de convencionalidad 

La Corte considera que los jueces en Argentina 

deben seguir ejerciendo un control de 

convencionalidad a fin de garantizar el derecho de 

recurrir del fallo conforme al artículo 8.2.h) de la 

Convención Americana y a la jurisprudencia de 
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este Tribunal. No obstante, la Corte se remite a lo 

señalado sobre las obligaciones que se derivan de 

los artículos 2 y 8.2.h) de la Convención 

Americana y considera que, dentro de un plazo 

razonable, el Estado debe adecuar su 

ordenamiento jurídico interno de conformidad con 

los parámetros establecidos en esta Sentencia. 

Caso Mendoza, párr. 332 

- Implementar un programa de capacitación 

(...), la Corte considera pertinente ordenar al 

Estado, como garantía de no repetición de las 

violaciones reconocidas en esta Sentencia, el 

diseño e implementación de un programa de 

capacitación para los funcionarios y servidores 

públicos de los centros penitenciarios de la 

Provincia de Buenos Aires, mediante el cual 

personal médico especializado en el tratamiento 

de la tuberculosis les capacite sobre: a) los 

síntomas tempranos y signos de alerta de la 

tuberculosis en sus primeras etapas; b) las 

precauciones y medidas a seguir ante un cuadro 

sintomático que, aun siendo asociado con 

infecciones, virus y enfermedades más comunes y 

menos graves, también pueda atribuirse a la 

tuberculosis, incluyendo el acceso a exámenes y 

pruebas médicas que permitan diagnosticar o 

descartar dicha enfermedad, y c) las medidas 

sanitarias para evitar, reducir y contener la 

transmisión de la enfermedad en la población 

carcelaria. Caso Hernández, párr. 163 

- Adoptar mecanismos institucionales 

Este Tribunal tuvo por demostrado que José Delfín 

Acosta Martínez fue víctima de discriminación 

racial. La Corte valora positivamente las medidas 

que ha tomado el Estado argentino para reconocer 

el problema sistémico de discriminación racial. No 

obstante, este Tribunal considera que es 

necesario tomar medidas que visibilicen y permitan 

prevenir la violencia policial motivada por perfiles 

raciales. En virtud de ello, estima pertinente 

requerir al Estado implementar: i) un mecanismo 

que registre las denuncias de las personas que 

aleguen haber sido detenidas de manera 

arbitraria, con base en perfiles raciales, de forma 

que se logre un registro de estas situaciones y se 

pueda actuar en atención a dichas denuncias, y ii) 

un sistema de registro y estadísticas sobre la 

población afrodescendiente en el país, así como 

sobre las detenciones indicadas en el punto i) 

anterior, de manera que se puedan observar las 

detenciones llevadas a cabo contra personas 

afrodescendientes y las denuncias interpuestas 

por éstas, en relación con el total de la población. 

Esta información deberá ser difundida anualmente 

por el Estado, a través de un informe, 

garantizando su acceso a toda la población en 

general, así como la reserva de identidad de las 

víctimas. A tal efecto, el Estado deberá presentar 

a la Corte un informe anual durante tres años a 

partir de la implementación de los sistemas de 

registro, en el que indique las acciones que se han 

realizado para tal fin. Caso Acosta Martínez, 

párr. 121 

- Reparar el Proyecto de vida 

La Corte considera, como lo ha hecho en otros 

casos, que el proyecto de vida atiende a la 

realización integral de la persona afectada, 

considerando su vocación, aptitudes, 

circunstancias, potencialidades y aspiraciones, 

que le permiten fijarse razonablemente 

determinadas expectativas y acceder a ellas. 

Asimismo, se expresa en las expectativas de 

desarrollo personal, profesional y familiar, posibles 

en condiciones normales. Esta Corte ha señalado 

que el ―daño al proyecto de vida‖ implica la pérdida 

o el grave menoscabo de oportunidades de 

desarrollo personal, en forma irreparable o muy 
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difícilmente reparable. Dicho daño se deriva de las 

limitaciones sufridas por una persona para 

relacionarse y gozar de su entorno personal, 

familiar o social, por lesiones graves de tipo físico, 

mental, psicológico o emocional que se le hayan 

ocasionado. La reparación integral del daño al 

―proyecto de vida‖ generalmente requiere medidas 

reparatorias que vayan más allá de una mera 

indemnización monetaria, consistentes en medidas 

de rehabilitación, satisfacción y garantía de no 

repetición. En algunos casos recientes la Corte ha 

valorado este tipo de daño y lo ha reparado. 

Asimismo, el Tribunal observa que algunas altas 

cortes nacionales reconocen daños relativamente 

similares asociados a la ―vida de relación‖ u otros 

conceptos análogos o complementarios. 

Por lo tanto, la Corte dispone que, a la mayor 

brevedad, el Estado asegure a las víctimas ya 

mencionadas, las opciones educativas o de 

capacitación formales que ellos deseen, 

incluyendo educación universitaria, a través del 

sistema penitenciario o, en caso de que se 

encuentren en libertad, a través de sus 

instituciones públicas. Para estos últimos, además, 

el Estado deberá otorgarles una beca educativa 

integral por el tiempo que efectivamente realicen 

sus estudios, la cual deberá incluir los gastos de 

transporte y material educativo idóneo para sus 

estudios hasta que éstos concluyan, de tal forma 

que puedan afrontar mejor las exigencias propias 

que requiere la adecuada formación educativa. El 

Estado deberá implementar esta medida de 

reparación en el plazo de un año, contado a partir 

de la notificación de la presente Sentencia. Caso 

Mendoza, párr. 314 y 317 

- Brindar tratamientos de salud 

Por lo tanto, la Corte estima, como lo ha hecho en 

otros casos, que el Estado debe brindar 

gratuitamente, a través de sus instituciones o 

personal de salud especializados, y de forma 

inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento 

médico y psicológico o psiquiátrico necesario, a 

Lucas Matías Mendoza y Claudio David Núñez, y 

el tratamiento psicológico o psiquiátrico necesario 

a César Alberto Mendoza y Saúl Cristian Roldán 

Cajal, si así lo solicitan todos ellos, incluyendo el 

suministro gratuito de los medicamentos que 

eventualmente se requieran, tomando en 

consideración los padecimientos de cada uno de 

ellos relacionados con el presente caso. 

Particularmente en el caso de Lucas Matías 

Mendoza, la Corte ordena que de manera 

inmediata, el Estado otorgue el tratamiento 

oftalmológico, quirúrgico y/o terapéutico 

especializado que permita atenuar o mejorar sus 

lesiones visuales.  

Si el Estado careciera de instituciones o personal 

de salud adecuados, deberá recurrir a 

instituciones privadas o de la sociedad civil 

especializadas. Asimismo, para el caso de las 

víctimas que se encuentren en libertad, los 

tratamientos respectivos deberán prestarse, en la 

medida de lo posible, en los centros más cercanos 

a sus lugares de residencia en Argentina por el 

tiempo que sea necesario. Al proveer el 

tratamiento se debe considerar, además, las 

circunstancias y necesidades particulares de cada 

víctima, según lo que se acuerde con cada una de 

ellas y después de una evaluación individual. Las 

víctimas que soliciten esta medida de reparación, 

o sus representantes legales, disponen de un 

plazo de seis meses, contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, para dar a 

conocer al Estado su intención de recibir la 

atención médica y psicológica o psiquiátrica 

ordenada. Caso Mendoza, párr. 311 y 312 
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En consecuencia, la Corte estima, como lo ha 

hecho en otros casos, que es preciso disponer una 

medida de reparación que brinde una atención 

adecuada a los padecimientos psicológicos y 

físicos sufridos por las víctimas derivados de las 

violaciones establecidas en el presente Fallo. 

Por lo tanto, el Tribunal considera necesario 

disponer la obligación a cargo del Estado de 

brindar gratuitamente, a través de sus servicios de 

salud especializados, y de forma inmediata, 

adecuada y efectiva, el tratamiento médico, 

psicológico y psiquiátrico a las víctimas, previo 

consentimiento informado, incluida la provisión 

gratuita de los medicamentos que eventualmente 

se requieran, tomando en consideración los 

padecimientos de cada uno de ellos. 

En el caso de que el Estado careciera de ellas 

deberá recurrir a instituciones privadas o de la 

sociedad civil especializadas. Asimismo, los 

tratamientos respectivos deberán prestarse, en la 

medida de lo posible, en los centros más cercanos 

a sus lugares de residencia y por el tiempo que 

sea necesario. Al proveer el tratamiento 

psicológico o psiquiátrico se debe considerar, 

además, las circunstancias y necesidades 

particulares de cada víctima, de manera que se les 

brinden tratamientos familiares e individuales, 

según lo que se acuerde con cada una de ellas y 

después de una evaluación individual. Las 

víctimas que requieran esta medida de reparación, 

o sus representantes legales, disponen de un 

plazo de seis meses, contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, para dar a 

conocer al Estado su intención de recibir atención 

médica, psicológica o psiquiátrica. 

Además, teniendo en cuenta que la falta de una 

debida rehabilitación ha tenido un impacto 

negativo en las diversas esferas sociales, 

laborales y educativas de a Sebastián Furlan [...], 

la Corte considera necesario que se le ofrezca 

acceso a servicios y programas de habilitación y 

rehabilitación, que se basen en una evaluación 

multidisciplinaria de las necesidades y 

capacidades de la persona. Lo anterior tomando 

bajo consideración el modelo social para abordar 

la discapacidad [...], por cuanto brinda un enfoque 

más amplio de medidas de rehabilitación para las 

personas con discapacidad. Por tanto, el Tribunal 

ordena al Estado argentino la conformación de un 

grupo interdisciplinario, el cual, teniendo en cuenta 

la opinión de Sebastián Furlan, determinará las 

medidas de protección y asistencia que serían 

más apropiadas para su inclusión social, 

educativa, vocacional y laboral. Igualmente, en la 

determinación de dichas medidas, se deberá tener 

en cuenta la asistencia necesaria para facilitar la 

implementación de las mismas, por lo que de 

manera consensuada, se deberán poner en 

práctica, entre otras medidas, atención a domicilio 

o en sitios cercanos a su residencia. El Estado 

deberá informar anualmente sobre la 

implementación de esta medida por un período de 

tres años, una vez se inicie la implementación de 

dicho mecanismo. 

En consecuencia, la Corte considera que, en el 

marco de la implementación de las leyes 

argentinas que regulan el acceso a prestaciones 

en salud y seguridad social, el Estado deberá 

adoptar las medidas necesarias para asegurar que 

al momento en que una persona es diagnosticada 

con graves problemas o secuelas relacionadas 

con discapacidad, le sea entregada a la persona o 

su grupo familiar una carta de derechos que 

resuma en forma sintética, clara y accesible los 

beneficios que contemplan las mencionadas 

normas, los estándares sobre protección de las 

personas con discapacidad mental establecidos en 

esta Sentencia y las políticas públicas análogas, 
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así como las instituciones que pueden prestar 

ayuda para exigir el cumplimiento de sus 

derechos. El Estado deberá informar anualmente 

sobre la implementación de esta medida por un 

período de tres años una vez se inicie la 

implementación de dicho mecanismo. Caso 

Furlán y familiares, párr. 284, 288 y 295 

La Corte toma nota y valora positivamente las 

medidas legislativas y de política pública que han 

sido adoptadas por el Estado para garantizar 

atención médica que resulte apropiada y oportuna 

para personas privadas de libertad, así como las 

iniciativas encaminadas a reducir la transmisión de 

la tuberculosis, brindar adecuada asistencia 

médica a las personas que la padecen y disminuir 

su mortalidad. Sin embargo, la Corte considera 

pertinente ordenar al Estado, como garantía de no 

repetición de las violaciones reconocidas en esta 

Sentencia, el diseño e implementación de un 

programa de capacitación para los funcionarios y 

servidores públicos de los centros penitenciarios 

de la Provincia de Buenos Aires, mediante el cual 

personal médico especializado en el tratamiento 

de la tuberculosis les capacite sobre: a) los 

síntomas tempranos y signos de alerta de la 

tuberculosis en sus primeras etapas; b) las 

precauciones y medidas a seguir ante un cuadro 

sintomático que, aun siendo asociado con 

infecciones, virus y enfermedades más comunes y 

menos graves, también pueda atribuirse a la 

tuberculosis, incluyendo el acceso a exámenes y 

pruebas médicas que permitan diagnosticar o 

descartar dicha enfermedad, y c) las medidas 

sanitarias para evitar, reducir y contener la 

transmisión de la enfermedad en la población 

carcelaria. 

Asimismo, la Corte ordena al Estado que, una vez 

transcurridos seis meses desde la notificación de 

la presente sentencia, presente un informe en el 

que detalle las medidas adoptadas, desde la fecha 

en que ocurrieron los hechos señalados en este 

caso, para mejorar las condiciones de las 

unidades carcelarias del Sistema Penitenciario de 

la Provincia de Buenos Aires. El Estado deberá 

demostrar que dichas acciones resulten 

compatibles con la dignidad humana, los 

estándares referidos en esta sentencia respecto al 

derecho a la integridad personal y la salud de las 

personas privadas de libertad, y los demás 

derechos consagrados en la Convención 

Americana. En particular, el Estado deberá 

especificar aquellas providencias adoptadas 

encaminadas a prevenir la tuberculosis y 

afecciones de similar naturaleza en la población 

carcelaria, así como aquellas dirigidas a brindar un 

diagnóstico y tratamiento oportuno y adecuado a 

las personas que la padecen. Caso Hernández, 

párr. 163 y 164 

- Implementar de programas de educación en 

DDHH 

En ese sentido, con el fin de garantizar la no 

repetición de las violaciones de derechos 

humanos declaradas en el presente caso, la Corte 

considera importante fortalecer las capacidades 

institucionales del personal penitenciario federal y 

de la Provincia de Mendoza, así como de los 

jueces con competencia sobre delitos cometidos 

por niños, mediante su capacitación sobre los 

principios y normas de protección de los derechos 

humanos y de la niñez, incluyendo aquéllos 

relativos a la integridad personal y la tortura. Para 

ello, el Estado debe implementar, en un plazo 

razonable, si no existieran actualmente, programas 

o cursos obligatorios sobre los puntos señalados 

como parte de la formación general y continua de 

dichos funcionarios estatales. En estos programas 

o cursos se deberá hacer referencia a la presente 

Sentencia, la jurisprudencia de la Corte 
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Interamericana sobre la integridad personal, la 

tortura, y los derechos de los niños, así como a las 

obligaciones internacionales de derechos 

humanos derivadas de los tratados de los cuales 

es Parte Argentina. Caso Mendoza, párr. 337 

- medidas sobre traslado y separación familiar 

Asimismo, la Corte ordena al Estado que, una vez 

transcurridos seis meses desde la notificación de 

la presente sentencia, presente un informe en el 

que detalle las medidas adoptadas, desde la fecha 

en que ocurrieron los hechos señalados en este 

caso, para mejorar las condiciones de las 

unidades carcelarias del Sistema Penitenciario de 

la Provincia de Buenos Aires. El Estado deberá 

demostrar que dichas acciones resulten 

compatibles con la dignidad humana, los 

estándares referidos en esta sentencia respecto al 

derecho a la integridad personal y la salud de las 

personas privadas de libertad, y los demás 

derechos consagrados en la Convención 

Americana. En particular, el Estado deberá 

especificar aquellas providencias adoptadas 

encaminadas a prevenir la tuberculosis y 

afecciones de similar naturaleza en la población 

carcelaria, así como aquellas dirigidas a brindar un 

diagnóstico y tratamiento oportuno y adecuado a 

las personas que la padecen. Caso Hernández, 

párr. 164 

La Corte concluye que al adoptar la decisión 

administrativa o judicial que establece el lugar de 

cumplimiento de pena o el traslado de la persona 

privada de libertad, es necesario tener en 

consideración, entre otros factores, que: i) la pena 

debe tener como objetivo principal la readaptación 

o reintegración del interno; ii) el contacto con la 

familia y el mundo exterior es fundamental en la 

rehabilitación social de personas privadas de 

libertad. Lo anterior incluye el derecho a recibir 

visitas de familiares y representantes legales; iii) la 

restricción a las visitas puede tener efectos en la 

integridad personal de la persona privada de 

libertad y de sus familias; iv) la separación de 

personas privadas de la libertad de sus familias de 

forma injustificada, implica una afectación al 

artículo 17.1 de la Convención y eventualmente 

también al artículo 11.2; v) en caso de que la 

transferencia no haya sido solicitada por la 

persona privada de libertad, se debe, en la medida 

de lo posible, consultarla sobre cada traslado de 

una prisión a otra y establecer la posibilidad de 

control judicial previo al traslado en caso de 

oposición. 

Sin perjuicio de lo anterior, ante la constatación de 

que la norma vigente en Argentina (artículo 72 de 

la Ley 24.660) no cumple con el requisito de 

legalidad establecido en la Convención 

Americana, la Corte determina que el Estado debe 

adoptar todas las medidas necesarias de orden 

legislativo, administrativo o judicial para regular e 

implementar los traslados de personas privadas de 

libertad condenados de acuerdo a la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y los 

estándares establecidos en la presente Sentencia: 

el derecho de la persona privada de libertad y la 

consecuente obligación del Estado de garantizar el 

máximo contacto posible con su familia, sus 

representantes y el mundo exterior, en la medida 

de lo posible [...]. Para ello, el Estado cuenta con 

un plazo de un año contado a partir de la 

notificación de la presente Sentencia. Caso López 

y otros, párr. 246/248 

- Otras medidas 

La Corte observa que existe la posibilidad que 

otras personas pudieran encontrarse en el mismo 

supuesto fáctico del señor Almeida. En ese 

sentido, como garantía de no repetición, se ordena 
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al Estado que, en sede administrativa, revise la 

situación de las personas que así lo soliciten y se 

encuentren en la misma situación fáctica del señor 

Almeida, a la luz de los criterios jurisprudenciales 

desarrollados a partir de los casos Noro y 

Robasto. Para ello, el Estado deberá dar 

publicidad a esta medida para hacerla del 

conocimiento de las personas potencialmente 

interesadas. De esta forma, deberá mantener 

publicado, por un período de tres meses y de 

manera visible, un aviso en las páginas oficiales 

de internet de los órganos estatales que considere 

pertinentes, en particular la página de la 

Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de 

Justicia y Derechos Humanos. Asimismo, deberá 

notificar a las principales organizaciones no 

gubernamentales de derechos humanos. Las 

personas interesadas deberán presentar sus 

solicitudes de indemnización en un plazo de doce 

meses, plazo que empezará a correr cuando 

concluyan los tres meses desde la difusión de 

dicho aviso. El Estado está obligado a observar 

sus obligaciones internacionales en materia de 

igualdad ante la ley, no siendo oponible la 

situación de cosa juzgada a las reclamaciones 

presentadas y debe permitir a los interesados 

presentar toda la información necesaria para 

acreditar sus reclamos. Caso Almeida, párr. 68 

vi. Medidas de reparación integral: el caso 

Lhaka Honhat 

Caso Comunidades Indígenas Miembros de la 

Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. 

Argentina.  

320. La Corte considera necesario expresar que, a 

fin de ordenar las medidas de reparación 

procedentes, tiene en consideración las 

características particulares del caso. Ello, en 

cuanto a la gran extensión territorial que abarca, 

así como el elevado número de personas, tanto 

indígenas como criollas, que habitan el lugar. En 

ese marco, tiene en cuenta la complejidad del 

caso respecto a las acciones estatales que deben 

llevarse a cabo para reparar las violaciones 

vinculadas a la propiedad, así como el impacto de 

las mismas en los distintos grupos humanos que 

habitan la zona. 

[B.1 Plazo para el cumplimiento de las medias de 

restitución ordenadas] 

325. A partir de todo lo antes expuesto, la Corte 

ordena que cada una de las medidas de 

restitución que se establecen a continuación sea 

realizada por el Estado en un plazo máximo de 

seis años a partir de la notificación de la presente 

Sentencia, debiendo el Estado comenzar en forma 

inmediata, a partir de dicha notificación, las 

acciones correspondientes para su 

implementación, la que debe llevar a cabo con la 

mayor celeridad posible, sin perjuicio del tiempo 

máximo indicado y de las precisiones y plazos 

específicos que se detallan más adelante. 

[B.2 Medidas para la restitución del derecho de 

propiedad] 

327. Por ello, la Corte ordena al Estado adoptar y 

concluir las acciones necesarias, sean estas 

legislativas, administrativas, judiciales, registrales, 

notariales o de cualquier otro tipo, a fin de 

delimitar, demarcar y otorgar un título colectivo 

que reconozca la propiedad de todas las 

comunidades indígenas víctimas [...] sobre su 

territorio, es decir, sobre una superficie de 400.000 

hectáreas en la tierra identificada como lotes con 

las matrículas catastrales 175 y 5557 del 

Departamento de Rivadavia, en la Provincia 

argentina de Salta, y antes identificada como lotes 

fiscales 14 y 55 [...]. A efectos del cumplimiento de 
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esta medida, deberán observarse las siguientes 

pautas: 

1.- El título debe ser único; es decir, uno para el 

conjunto de todas las comunidades indígenas 

víctimas y relativo a todo el territorio, sin 

subdivisiones ni fragmentaciones. 

Sin perjuicio de lo anterior, la Corte considera 

pertinente aclarar que el carácter ―único‖ del título, 

antes expresado, no obsta a los acuerdos que 

pudieran tener las comunidades víctimas entre sí 

sobre el uso de su territorio común. 

2.- Dicho título debe garantizar el carácter 

colectivo o comunitario, de administración 

autónoma, imprescriptible, inembargable, no 

enajenable ni susceptible de gravámenes o 

embargos de la propiedad de la superficie 

indicada. 

3.- A efectos del cumplimiento de esta medida, 

debe tenerse en cuenta, como referencia, el mapa 

entregado por Lhaka Honhat, aludido en las 

consideraciones del Decreto 1498/14. 

328. El Estado debe abstenerse de realizar actos, 

obras o emprendimientos sobre el territorio 

indígena que puedan afectar su existencia, valor, 

uso o goce por parte de las comunidades víctimas, 

u ordenar, requerir, autorizar, tolerar o consentir 

que terceros lo hagan. En caso de realizarse 

alguno de los actos indicados, debe estar 

precedido, según corresponda, de la provisión de 

información a las comunidades indígenas víctimas, 

así como de la realización de consultas previas 

adecuadas, libres e informadas, de acuerdo a 

pautas señaladas por la Corte en la presente 

Sentencia [...]. Esta conducta debe ser observada 

por el Estado en forma inmediata a partir de la 

notificación de la presente Sentencia; será 

supervisada por la Corte hasta tanto se determine 

el cumplimiento de la medida, antes ordenada, 

consistente en delimitar, demarcar y otorgar un 

título colectivo que reconozca la propiedad de 

territorio [...]. 

329. A efectos de garantizar el pleno ejercicio del 

derecho de propiedad sobre su territorio por parte 

de las comunidades indígenas víctimas, y como 

surge de los acuerdos alcanzados entre las 

mismas, el Estado y la Organización de Familias 

Criollas en 2007, aprobados por el Decreto 

2786/07 y considerados como antecedentes por el 

Decreto 1498/14, deben concretarse acciones 

para el traslado de la población criolla fuera del 

territorio indígena definido de acuerdo a lo ya 

ordenado [...]. Para el logro de tal fin, la Corte 

ordena al Estado hacer efectivo el traslado de la 

población criolla, de acuerdo a las pautas que se 

fijan a continuación: 

a) El Estado debe promover procedimientos 

tendientes al traslado voluntario de la población 

criolla, procurando evitar desalojos compulsivos. 

b) A fin de garantizar lo anterior, durante los 

primeros tres años contados a partir de la 

notificación de la presente Sentencia, las 

autoridades estatales, judiciales, administrativas o 

de cualquier índole, provinciales o nacionales, no 

podrán ejecutar acciones de desalojo forzoso o 

compulsivo de pobladores criollos. 

c) Sin perjuicio del proceso de acuerdos 

establecido a partir del Decreto 2786/07 de 2007 

en adelante, y descrito en esta Sentencia, el 

Estado deberá poner a disposición de los 

interesados procesos de mediación o arbitrales 

para determinar las condiciones del traslado; en 

caso de no acudirse a los mismos, podrá recurrirse 

a la vía jurisdiccional que corresponda. 
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En el marco de cualquiera de los procesos 

referidos, quienes concurran a ellos podrán aducir 

sus pretensiones y los derechos que consideren 

que les asisten, mas no podrán cuestionar el 

derecho de propiedad comunitaria indígena 

determinado en esta Sentencia y, 

consecuentemente, tampoco la procedencia del 

traslado fuera del territorio indígena. Las 

autoridades que eventualmente resuelvan en tales 

procesos no podrán adoptar decisiones que 

impidan el cumplimiento de esta Sentencia. 

d) En cualquier caso, las autoridades 

competentes, administrativas, judiciales o de 

cualquier carácter, deberán procurar que el 

traslado de la población criolla se haga efectivo 

resguardando los derechos de dicha población. En 

ese sentido, debe posibilitarse de modo efectivo el 

reasentamiento o acceso a tierras productivas con 

adecuada infraestructura predial (inclusive 

implantación de pasturas y acceso a agua para 

producción y consumo suficientes, así como 

instalación de alambrados necesarios) y, en su 

caso, asistencia técnica y capacitación para la 

realización de actividades productivas. 

330. El Estado debe remover del territorio indígena 

los alambrados y el ganado perteneciente a 

pobladores criollos. 

[B.3 Medidas para la restitución de los derechos al 

medio ambiente sano, a la alimentación, al agua y 

a la identidad cultural] 

331. Por otra parte, se ha señalado en esta 

Sentencia que la presencia de ganado en el 

territorio de las comunidades indígenas víctimas y 

actividades desarrolladas por la población criolla 

ha afectado el agua existente en el lugar y el 

acceso de comunidades indígenas al agua 

potable. 

Además, se ha indicado la degradación ambiental 

que produce la tala ilegal. Se ha determinado la 

vulneración de los derechos a un medio ambiente 

sano, a alimentación adecuada, al agua y a la 

identidad cultural. 

332. Sin perjuicio de las acciones de atención de 

situaciones urgentes que el Estado pueda realizar, 

esta Corte ordena al Estado que, en el plazo 

máximo de seis meses a partir de la notificación de 

la presente Sentencia, presente a la Corte un 

estudio en que identifique, dentro del conjunto de 

personas que integran las comunidades indígenas 

víctimas, situaciones críticas de falta de acceso a 

agua potable o alimentación, que puedan poner en 

grave riesgo la salud o la vida, y que formule un 

plan de acción en el que determine las acciones 

que el Estado realizará, que deben ser aptas para 

atender tales situaciones críticas en forma 

adecuada, señalando el tiempo en que las mismas 

serán ejecutadas. El Estado deberá comenzar la 

implementación de las acciones indicadas en el 

plan de acción en forma inmediata a la 

presentación del mismo a este Tribunal. La Corte 

transmitirá a la Comisión y a los representantes el 

estudio referido, a efectos de que remitan las 

observaciones que estimen pertinentes. Teniendo 

en cuenta el parecer de las partes y la Comisión, 

la Corte evaluará si el estudio y el plan de acción 

presentados son adecuados y se corresponden 

con los términos de las presente Sentencia, 

pudiendo requerir que se completen o amplíen. La 

Corte supervisará la implementación de las 

acciones respectivas hasta que evalúe que cuenta 

con información suficiente para considerar 

cumplida la medida de reparación ordenada. 

333. Adicionalmente a las acciones ordenadas en 

el párrafo anterior, a efectos de lograr de forma 

permanente que la prestación de bienes y 

servicios básicos sea adecuada y periódica, así 
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como una razonable preservación y mejora de los 

recursos ambientales, el Estado deberá elaborar 

un estudio, en el plazo máximo de un año a partir 

de la notificación de esta Sentencia, en el que 

establezca las acciones que deben instrumentarse 

para:  

a) la conservación de las aguas, superficiales o 

subterráneas, existentes en el territorio indígena 

dentro de los lotes 14 y 55, que sean de utilización 

por parte de las comunidades indígenas víctimas, 

así como para evitar su contaminación o remediar 

la contaminación ya existente; 

b) garantizar el acceso permanente a agua potable 

por parte de todas las personas integrantes de las 

comunidades indígenas víctimas en este caso; 

c) evitar que continúe la pérdida o disminución de 

recursos forestales en el territorio indicado, así 

como procurar su paulatina recuperación, y 

d) posibilitar de forma permanente a todas las 

personas integrantes de las comunidades 

indígenas víctimas en el presente caso, el acceso 

a alimentación en forma nutricional y culturalmente 

adecuada. 

334. Para la elaboración del estudio mencionado 

en el párrafo anterior, los especialistas encargados 

del mismo deberán tener los conocimientos 

técnicos específicos requeridos para cada tarea. 

Además, tales especialistas deberán contar 

siempre con el punto de vista de las comunidades 

indígenas víctimas, expresado conforme a sus 

propias formas de toma de decisiones. 

335. Una vez que el Estado remita al Tribunal el 

estudio, el mismo será transmitido a la Comisión y 

a los representantes, a efectos de que remitan las 

observaciones que estimen pertinentes. La Corte, 

teniendo en cuenta el parecer de la Comisión y las 

partes, y en correspondencia con los términos de 

esta Sentencia, podrá disponer que el Estado 

requiera a los especialistas que completen o 

amplíen el estudio. Una vez que la Corte, luego de 

evaluar el estudio con base en lo señalado, así lo 

determine, el Estado deberá implementar las 

acciones que el estudio indique. 

La Corte supervisará la implementación de las 

acciones respectivas hasta que evalúe que cuenta 

con información suficiente para considerar 

cumplida la medida de reparación ordenada. 

336. En cuanto a la tala ilegal, este Tribunal nota 

que el Estado ha afirmado que realiza tareas de 

―monitoreo‖ y ―seguimiento‖, inclusive a partir de 

―denuncias‖. Por lo tanto, sin perjuicio de las 

medidas ordenadas, este Tribunal insta al Estado 

a continuar con sus acciones de monitoreo y 

seguimiento, y adoptar otras que sean eficaces a 

tal fin. En particular, la Corte exhorta al Estado a 

mantener o instalar puestos de control, en 

concordancia con lo que fue previsto por el 

Decreto 2786/07. Estas acciones no serán 

supervisadas por la Corte. 

337. La Corte recuerda que ha determinado una 

lesión de los derechos, relacionados entre sí, a la 

identidad cultural, al ambiente sano, a la 

alimentación adecuada y al agua. 

338. En vista de lo anterior, la Corte estima 

apropiado, como lo ha hecho en casos anteriores, 

ordenar al Estado la creación de un fondo de 

desarrollo comunitario (en adelante también 

―Fondo‖) a efectos, principalmente, de reparar el 

daño a la identidad cultural, y considerando que 

funge también como compensación del daño 

material e inmaterial sufrido. En este sentido, dicho 

Fondo es adicional a cualquier otro beneficio 

presente o futuro que corresponda a las 
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comunidades con motivo de los deberes generales 

de desarrollo del Estado. 

339. En la presente Sentencia, la Corte estableció 

una lesión a la identidad cultural de las 

comunidades indígenas víctimas, relacionada con 

recursos naturales y alimentarios. En 

consecuencia, la Corte ordena que el fondo de 

desarrollo comunitario sea destinado a acciones 

dirigidas a la recuperación de la cultura indígena, 

incluyendo entre sus objetivos, sin perjuicio de 

otros posibles, el desarrollo de programas 

atinentes a seguridad alimentaria y 

documentación, enseñanza o difusión de la 

historia de las tradiciones de las comunidades 

indígenas víctimas. La determinación de los 

objetivos puntuales a los que debe destinarse el 

Fondo, que deben contemplar los indicados, 

deberá ser decidida por las comunidades 

indígenas víctimas, y comunicada a las 

autoridades estatales y a la Corte en el plazo 

máximo de seis meses a partir de la notificación de 

la presente Sentencia. El diseño y ejecución de los 

programas respectivos, a partir de los objetivos 

fijados, deberá contar con la participación activa 

de las comunidades indígenas víctimas y sus 

representantes. 

340. El Estado deberá adoptar todas las medidas 

administrativas, legislativas, financieras, de 

recursos humanos y de cualquier otra índole 

necesarias para la constitución oportuna de este 

Fondo, de modo que el dinero asignado al mismo 

pueda invertirse en forma efectiva, en los 

programas y acciones correspondientes, en los 

plazos fijados en los mismos y, en todo caso, en 

un período no mayor a cuatro años a partir de la 

notificación de la presente Sentencia. La 

administración del Fondo estará a cargo de un 

Comité que se creará al efecto, que estará 

integrado por una persona designada por las 

comunidades indígenas víctimas en el presente 

caso, una persona designada por el Estado y una 

tercera persona designada de común acuerdo por 

las dos primeras. El Comité indicado debe quedar 

constituido en el plazo de seis meses a partir de la 

notificación de la presente Sentencia. 

341. El eventual incumplimiento de los plazos 

fijados en los dos párrafos anteriores para la 

determinación de los objetivos a los que debe 

destinarse el Fondo o respecto a la determinación 

del Comité, no exime al Estado del cumplimiento 

de la medida ordenada. En su caso, las 

autoridades estatales quedarán habilitadas para 

realizar las determinaciones correspondientes y 

deberán efectuar las acciones necesarias para la 

utilización efectiva del monto asignado al Fondo 

dentro del plazo previsto. 

342. Para el Fondo indicado, el Estado deberá 

destinar la cantidad de US$ 2.000.000,00 (dos 

millones de dólares de los Estados Unidos de 

América), la cual será invertida de acuerdo con los 

objetivos propuestos, en el período fijado no 

mayor a cuatro años a partir de la notificación de 

la presente Sentencia. En la determinación del 

monto asignado al Fondo, la Corte tiene en cuenta 

la necesidad de que el mismo resulte razonable 

para cumplir con la finalidad de la medida y 

también el resto de las medidas dispuestas y la 

complejidad y costos que conllevan. 

[B.4.Consideraciones adicionales, informes 

estatales, plan de trabajo y acciones para la 

supervisión de las medias ordenadas] 

343. Todo lo ordenado en los párrafos 

precedentes compromete al Estado en su 

conjunto, en los términos del artículo 28 de la 

Convención. El Estado no puede aducir su sistema 

federal como obstáculo para el cumplimiento de 
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ninguna de las medidas ordenadas en la presente 

Sentencia. 

344. A fin de facilitar la supervisión del 

cumplimiento de las medidas de restitución del 

derecho de propiedad ordenadas [...], y en 

atención a los plazos fijados para ello, la Corte 

considera útil que el Estado, durante seis años a 

partir de la notificación de esta Sentencia, 

presente a este Tribunal información periódica. Por 

ello, ordena al Estado que, a partir de dicha 

notificación, cada seis meses presente un informe 

en que se detallen las acciones y avances 

efectivizados en el cumplimiento de cada una de 

las medidas de restitución del derecho de 

propiedad ordenadas. 

El primer informe semestral que rinda Argentina, 

además de incluir los avances que se hubieren 

logrado, deberá consistir en un plan de trabajo 

detallado, a cumplirse en seis años desde la 

notificación al Estado de la presente Sentencia, de 

cada una de las acciones o pasos que deben ser 

ejecutados por el Estado para alcanzar el 

cumplimiento total de cada una de las medidas de 

restitución del derecho de propiedad ordenadas. 

En este plan se debe indicar, además de las 

referidas acciones o pasos, cuáles son los 

órganos, instituciones o autoridades estatales que 

serán responsables de implementarlos y el plazo 

en que cada acción será ejecutada. La 

presentación del plan de trabajo es 

responsabilidad del Estado, pero Argentina debe, 

de modo previo a tal acto, permitir a los 

representantes, si estos lo solicitan, remitir 

consideraciones o propuestas a las autoridades a 

cargo de la elaboración de dicho plan. Los 

siguientes informes semestrales que rinda el 

Estado deberán dar cuenta, de manera detallada y 

actualizada, sobre los avances que se vayan 

presentando en la ejecución de cada una las 

medidas de restitución del derecho de propiedad, 

en seguimiento al plan de trabajo presentado en el 

referido informe semestral inicial. La presentación 

de estos informes estatales es independiente de la 

remisión de los estudios y el plan de acción 

mandada en los párrafos 332 a 335 de esta 

Sentencia, de los informes previstos en los 

párrafos 348 y 349 para las publicaciones y 

transmisiones radiales que se ordenan, así como 

del plazo de un año previsto en el punto resolutivo 

18 para presentar información sobre el 

cumplimiento de todas las medidas de reparación 

ordenadas en esta Sentencia. 

345. Además de lo anterior, la Corte resalta la 

actuación que ha tenido la Comisión 

Interamericana en el proceso llevado a cabo a 

partir de la publicación del Informe de Fondo, 

luego de lo cual realizó tres visitas al terreno e 

impulsó avances. La Corte estima conveniente 

que la Comisión Interamericana continúe 

asumiendo una conducta activa en el marco del 

proceso de cumplimiento de las medidas de 

restitución establecidas en esta Sentencia. Este 

Tribunal exhorta a la Comisión Interamericana, por 

ello, a asumir, en el marco de sus posibilidades y 

funciones, un rol de facilitadora entre las partes, 

para coadyuvar al cumplimiento de las medidas de 

restitución que aquí se ordenan. Lo indicado es 

complementario al quehacer habitual de la 

Comisión en el marco de la supervisión del 

cumplimiento de las sentencias que realiza esta 

Corte y no obsta en modo alguno al mismo. 

[D) Medidas de no repetición] 

354. Por lo anterior, de modo similar a como lo ha 

hecho en otras oportunidades, la Corte ordena al 

Estado que, en un plazo razonable, adopte las 

medidas legislativas y/o de otro carácter que 

fueren necesarias para, conforme a las pautas 
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indicadas en la presente Sentencia [...], dotar de 

seguridad jurídica al derecho humano de 

propiedad comunitaria indígena, previendo 

procedimientos específicos adecuados para tal fin. 

355. Este Tribunal advierte que el artículo XXIII de 

la Declaración Americana sobre Derechos de los 

Pueblos Indígenas, expresa que ―[l]os pueblos 

indígenas tienen derecho a la participación plena y 

efectiva, por conducto de representantes elegidos 

por ellos de conformidad con sus propias 

instituciones, en la adopción de decisiones en las 

cuestiones que afecten sus derechos y que tengan 

relación con la elaboración y ejecución de leyes, 

políticas públicas, programas, planes y acciones 

relacionadas con los asuntos indígenas‖. En el 

mismo sentido, el Poder Ejecutivo Nacional 

argentino ha advertido la procedencia e 

importancia de la participación de los pueblos 

indígenas en asuntos que les afecten, como surge 

del Decreto 672/2016. La Corte ordena al Estado 

que, de forma previa a la adopción de las medidas 

legislativas y/o de otro carácter ordenadas [...], 

arbitre acciones que permitan la participación de 

pueblos y/o comunidades indígenas del país (no 

sólo las víctimas de este caso) en procesos de 

consulta respecto de tales medidas. 

356. La Corte recuerda que, de conformidad con el 

artículo 28 de la Convención Americana, un 

Estado no puede válidamente oponer el sistema 

federal para incumplir normas convencionales. 

Aunado a ello, este Tribunal nota que las máximas 

autoridades judiciales de Argentina y de Salta han 

indicado, con base en textos constitucionales, que 

en materia de derechos de pueblos indígenas las 

facultades nacionales y provinciales son 

―concurrentes‖, y que normativa nacional opera 

como un ―piso mínimo‖ [...]. La Corte entiende, 

considerando lo dicho, que a efectos de garantizar 

efectivamente la no repetición de las violaciones 

declaradas en el presente caso, es pertinente que 

las regulaciones normativas y/o de otro carácter 

cuya adopción fue ordenada sean aplicables en 

todo el territorio nacional, tanto por el Estado 

Nacional como por todas la entidades estatales 

federativas que conforman la federación argentina; 

es decir, todas las Provincias y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires. 

357. Por lo dicho, el Estado, de conformidad con el 

marco de las competencias y funciones propias de 

su sistema de organización federal, debe adoptar 

las medidas pertinentes a fin de que: a) las 

medidas normativas y/o de otro carácter 

ordenadas [...] sean de aplicación tanto respecto al 

Estado nacional como a todas las entidades 

federativas, y b) respecto de las acciones de 

reconocimiento, implementación o garantía de los 

derechos de pueblos o comunidades indígenas al 

reconocimiento de la propiedad colectiva, se 

asegure la coordinación del ámbito federal y de las 

entidades federativas, de modo que las 

actuaciones desarrolladas en uno de tales ámbitos 

tengan validez en los otros y que se evite la 

duplicidad, superposición o contradicción de 

procedimientos o actos jurídicos. 

***  
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